IV_ POLITICAS ECONOMICAS EN ARGENTINA











Este capítulo abarca los últimos 50 años de la vida política y económica de Argentina, cuyo principal objetivo es conocer la evolución de estos aspectos y que sirvan como soporte para interpretar, posteriormente, los resultados del análisis empíricos.





La primera parte abarca la alternancia de gobiernos militares y democráticos sucedidos en Argentina en los últimos diez lustros, haciendo mención a las políticas e instrumentos mas empleados. Se analiza la formación de la estructura económica del país, abarcando las tres etapas en que prevalecieron como modelos de crecimiento y desarrollo: el modelo agroexportador, el modelo de sustitución de importaciones y por último el de apertura económica con período de transición. Se pone mayor énfasis en los aspectos relacionados con el sector agropecuario, e industrias manufactureras, así como también la repercusión de estas políticas sobre las regiones (provincias).





Respecto al desarrollo regional se presenta un resumen de las políticas e instrumentos empleados para este fin específico, tales como las leyes de coparticipación, las leyes de promoción industrial y los programas y proyectos en vigencia con orientación regional.





Por último se trata la integración Argentina al Mercado Común del Sur (MERCOSUR), detallándose los acuerdos más relevantes, la importancia de este proceso en el ámbito de América Latina y por último la evolución del comercio argentino dentro del MERCOSUR.











IV_1. Gobiernos y Políticas





Los últimos 50 años de la política Argentina se caracterizan por su acentuada inestabilidad institucional, con la sucesión periódica de gobiernos democráticos y militares. Los golpes de Estado� de 1955, 1962, 1966 y 1976 marcan los años en que las Fuerzas Armadas interrumpen la vida democrática del país iniciando procesos autodenominados, Revolución Libertadora (1955-58);  Revolución Argentina (1966-73) y Proceso de Reorganización Nacional (1976-83)�.





Unicamente en tres oportunidades, de este breve período histórico, la democracia argentina tiene oportunidad de efectuar el traspaso del gobierno de un presidente constitucional a otro elegido por el voto popular�.





Un indicio de los vaivenes de estos diez lustros son los 45 Ministros de Economía que se suceden en el Palacio de Hacienda, discontinuidad que obviamente acarrean consecuencias económicas que se sintetizan en los siguientes indicadores. En 1945 el PBI argentino era un 25% mayor que el brasileño, en el presente es escasamente la mitad. Argentina participaba del 1,5% de comercio mundial, hoy sólo aporta el 0,3%. A mediados de los años 60s la tasa de desocupación alcanzaba el 5,3%, en 1995 supera el 18%�.





El rol del Estado en relación a su mayor o menor intervención en la economía es el principal elemento diferenciador de las políticas implementadas en este medio siglo de vida económica argentina.





El ciclo de intervencionismo estatal lo inician gobiernos conservadores a mediados de los años 30s con la creación de entidades reguladoras, tales como,  la Junta Nacional de Granos, la Junta Nacional de Carnes y el Banco Central de la República Argentina.





El primer gobierno peronista de 1945 extiende la injerencia del Estado nacionalizando los ferrocarriles, los teléfonos, creando otras empresas públicas industriales y de energía, integra a varios entes reguladores en el Instituto Argentino para la Promoción del Intercambio (IAPI) e implementa cambios substanciales en la participación del Estado en el área social y laboral. Este conjunto de acciones se estructura en el Primer Plan Quinquenal�, cuyos objetivos y metas fueron: a) la transformación de la estructura económica por la expansión industrial, b) rescate de la deuda externa pública, c) elevación del nivel de vida de la población mediante la redistribución de la riqueza y d) un plan general de obras y servicios públicos referidos a sanidad, educación y vivienda�.





Se implementan medidas de control de precios, de fomento a la industria mediante líneas de créditos y altos aranceles a la importación y tipos de cambios diferenciales, con un dólar más bajo de exportación. Aumenta la participación del sector industrial en la economía y se busca, en el incremento del consumo interno, el elemento clave del crecimiento económico.





El “Segundo Plan Quinquenal (1953-57)” se elabora con una concepción más formal y un enfoque de desarrollo del país mejor conformado, precisaba las metas y los instrumentos. La recesión económica pospuso su aplicación y el golpe de estado de 1955 lo elimina (Giberti, 1988: 55).





Desde la Revolución Libertadora (nov-1955) hasta que asume el gobierno el Justicialista Héctor J. Cámpora (abril-73), se suceden siete presidentes. En materia de política económica este período también se caracteriza por la alternancia de políticas liberales e intervencionistas del Estado. Los instrumentos utilizados con más frecuencia consistían en liberar o controlar los precios, dejar la libre fluctuación del dólar o intervenir en el mercado cambiario, medidas fiscales, salariales y devaluaciones.





En los primeros años del tercer gobierno peronista� (1973-76) se reactiva la economía y se observa cierta mejora salarial. El fallecimiento de Juan D. Perón complica la vida política argentina, que se agrava con la crisis económica conocida como el “Rodrigazo” (en alusión al Ministro de Economía Celestino Rodrigo), quién al liberar los precios, las tarifas y el dólar; inicia una “espiral inflacionaria” de los precios minoristas  que alcanza un máximo de 444%�. La convulsión y descontento en todos los estratos sociales, sumados al propio caos del gobierno termina con el golpe militar del 24 de marzo de 1976 e inicio del Proceso de Reorganización Nacional.





Entre 1976 y 1981 la política económica del Proceso la ejecuta José A. Martínez de Hoz, de neto corte liberal, apuntando a la apertura de la economía, liberalizando precios y salarios. Se produce la entrada de capitales aprovechando las altas tasas de interés real ofrecidos en el sistema financiero nacional.





La apertura externa y la especulación financiera afectó a la industria y la producción local. La deuda externa pasó de 8.000 millones de dólares en 1976 a 19.034 millones en 1979 y 35.000 millones en 1981.  Acotada y objetiva es la apreciación de Schvarzer J.� sobre estos años; “El ingreso masivo de gasgets electrónicos y objetos inútiles inundó el mercado local y generó una tramposa sensación de bienestar en el mismo momento en que el país se endeudaba para pagar esas importaciones. Cada paraguas de Taiwan, cada bombón inglés y cada queso holandés que llegó en ese período se compraba con un crédito que se cargó a la deuda externa”.





La deuda privada de 20.000 millones de dólares se estatiza en 1982 empeorando la situación económica (a fines de 1983 la inflación de precios minoristas supera el 600% anual�),  a lo cual se le añade la derrota en la guerra de las Malvinas, generando, en su conjunto, la crisis política que desemboca con la salida democrática de 1983. La herencia dejada por el programa económico del Proceso, tanto por el monto de la deuda externa como por la crisis financiera e industrial, afectará a todos los gobiernos posteriores.





Argentina retoma la vida democrática a fines de 1983 cuando asume la Presidencia de la Nación el Dr. Raúl Alfonsín (Unión Cívica Radical). Constituye una etapa de transición plagada de dificultades. Debe sofocar tres alzamientos militares, las relaciones con los organismos internacionales a causa de las negociaciones por el pago de la deuda externa no son las mejores, la Confederación General del Trabajo (CGT) tradicionalmente conducida por dirigentes obreros de extracción peronista, convoca a 13 huelgas generales.





En un intento por estabilizar le economía (en 1985 la inflación alcanza el 672% anual)  el gobierno pone en marcha el Plan Austral� de desindexación de la economía. Se crea en julio del 85 el Austral (1 austral= 1.000 pesos argentinos) como moneda nacional, estableciendo una paridad de 0,80 Australes por dólar (en abril de 1989 la relación cambiaria ya asciende a 40 Australes por dólar). Este plan, junto a otro posterior conocido como Plan Primavera, sucumben por el peso de la deuda externa y el déficit fiscal y  “..la incapacidad política del Gobierno del Presidente Alfonsín de llevar adelante el doloroso ajuste fiscal y estructural necesario para lograr la estabilidad macroeconómica” (IRELA, 1995: 13).





El gobierno radical reduce seriamente su gobernabilidad al perder en 1987 la mayoría en la Cámara de Diputados, fracasando, por ejemplo, algunos intentos de privatización, por el voto negativo de legisladores peronistas, que como paradoja, a partir de 1991, apoyan las mismas.





En febrero de 1989 el Banco Central deja de regular el dólar, lo cual dispara el tipo de cambio y se vive el proceso hiperinflacionario, más alto de la historia, llegando al 4.923,6%� anual, y provoca el traspaso adelantado (julio-89) del gobierno al Dr. Carlos Menem (Partido Justicialista).





Algunos indicadores económicos ponen de manifiesto la pobre perfomance de la economía argentina en el período 1980-1990: se reduce 9,4% el PBI, 24% el PBI industrial, 15,8% el consumo, 58,9% las importaciones, 25% el ingreso/habitante, 30% el empleo de la industria manufacturera. Sólo las exportaciones se incrementan 78% durante el lapso en cuestión (Kosacoff, 1993: 27).





Desde la óptica de las políticas económicas y en función de la menor y/o mayor apertura comercial, el ciclo iniciado en 1983 según Obschatko (1994: 23) podría calificarse como de transición entre aquel de sustitución de importaciones y el actual de apertura total,





Tres períodos� distinguen la política económica del primer gobierno de Menem (julio 89 - julio 95). En el primero, a fin de mejorar las cuentas fiscales y controlar la inflación se congelan los salarios del sector estatal, las tarifas de los servicios públicos y el tipo de cambio. Se aprueba la Ley de Emergencia Económica (Nº 23697 del 01/09/89), que entre otras cosas elimina los subsidios a los sectores públicos y privados, y suspende la vigencia de las leyes de promoción industrial 19640, 20560, 21608, 21635, 22973 y 23614�. A fin de brindar un marco legal al proceso de privatización posterior, se promulga la Ley de Reforma del Estado. (IRELA, 1995: 13).





En el segundo período se inician algunas reformas estructurales de fondo, tales como la apertura comercial (se bajan los aranceles para la importación), se desregulan sectores estratégicos tales como el petrolero, puertos, transportes y se privatizan las primeras empresas del Estado ( Empresa Nacional de Teléfonos, Aerolíneas Argentinas, Ferrocarriles).�





En febrero de 1991 asume Domingo Cavallo el Ministerio de Economía iniciando el último de los períodos considerados. En marzo de 1991 el Congreso de la Nación ratifica la Ley de Convertibilidad �(Nº 23.928)  por la cual se establece la paridad de 10.000 Australes igual a 1 dólar, medida que se complementa con el decreto posterior de creación del peso en enero de 1992 (1 peso = 1 dólar). Se prohiben los ajustes inflacionarios y se autoriza el uso del dólar como moneda de cuenta y transacción en la economía argentina (“dolarización de la economía”). 





A continuación se puntualizan, brevemente, algunos aspectos de este primer gobierno “menemista”.  Los ingresos por conceptos de privatización entre 1990-1995 totalizan 18.400 millones de dólares,� representando la mitad de los flujos totales de inversiones extranjeras directas en el país en ese período. Las medidas para reducir el tamaño de las empresas públicas y/o sanearlas, a fin de proceder a su privatización, producen severos recortes� en la plantilla de personal afectando a más de 200.000 empleados. (IRELA, 1995 15 y 25). Los aumentos salariales sólo están autorizados en función del aumento real de la productividad. Se descentralizan los sistemas de salud pública y educación a las provincias. Se desdobla el sistema de pensiones en privado o de capitalización y el estatal o de reparto; pudiendo optar los trabajadores por uno de ellos.





La inflación anual se reduce a valores de 1-2%, los más bajos en los últimos 50 años (en algunos meses del año 1995 llega a ser negativa�). En sólo seis años Argentina pasa de tener el récord mundial de inflación al récord mundial en deflación.  La tasa de desocupación del 18,6% (mayo-95)�, la más alta de la historia argentina, constituye, sin lugar a dudas, el aspecto más negativo de la política económica iniciada en 1989. 





En relación al comercio exterior, prácticamente se eliminan todos los impuestos a la exportación y otras restricciones cuantitativas (con la industria automotriz hay compromisos especiales, a raíz de los cuales se establecen regímenes especiales de exportación-importación�).





El gobierno prioriza la integración regional con Brasil, Paraguay y Uruguay suscribiendo el Tratado Constitutivo del MERCOSUR (23/3/91). (IRELA, 1995: 15; Centro de Estudios Bonaerenses, 1995). Su política exterior gira hacia una clara acción de acercamiento a EE UU�, asume una actitud crítica del régimen de Fidel Castro, apoya la posición norteamericana proclive a la intervención armada de Haití y  se retira del foro de Países No Alineados





En julio de 1995 se inicia el segundo período presidencial de Carlos Menem (1995-1999), cuyo triunfo electoral�, a juicio de la mayoría de los analistas políticos, significa un claro apoyo popular a los logros macroeconómicos anteriores.





Durante el segundo mandato continúa con las políticas de ajuste y profundiza la liberalización de la economía, acentuando en medidas relativas a la reforma del Estado, privatizando las empresas y servicios públicos todavía pendientes de ello�; desregulación de las obras sociales (seguro médico semipúblicas) administradas por los sindicatos. Se intenta ahondar en reformas de la reglamentación laboral mediante leyes de flexibilización laboral,  continúa la apertura comercial y la búsqueda de nuevos mercados alternativos.








IV_2. Formación de la estructura económica argentina





Desde la época precolombina la economía argentina está estrechamente asociada al desarrollo agropecuario�. Las etapas que  se suceden desde la conquista hispánica hasta finales del siglo XIX están marcadas por distintos acontecimientos políticos y tecnológicos que fueron moldeando el desarrollo agrícola y ganadero del país.





De manera muy sucinta se citan las distintas etapas analizadas por Giberti (1985):


- Las Vaquerías (1600 -1750). Etapa cuya principal producción comercial del vacuno son el cuero, grasa y sebo, con la carne como subproducto.


- La Estancia Colonial (1750 -1810). Se intensifican las vaquerías con un modelo más racional y menos peligroso pues al incrementarse el radio de acción para la caza del ganado cimarrón aumentaba el riesgo con los indios. A mediados del siglo XVIII se consolida en Buenos Aires la estancia colonial, establecimiento pastoril con lugar de privilegio para el vacuno, asentado como animal doméstico.


- El Saladero (1810 - 1850) . El sobrante de carne de la etapa anterior adquiere valor comercial mediante el proceso de salado y tiene un mercado seguro que lo constituyen los esclavos negros de las plantaciones cañeras de Brasil y Cuba.


- Predominio Ovino (1850 - 1900). El fuerte desarrollo de la industria textil europea alienta la cría de ovinos. Los merinos cruzados con los ovinos criollos avanzan de forma concéntrica cada vez más alejados de Buenos Aires y reemplazan al vacuno. Al desplazamiento del cuero y carne salada por las lanas, se agregan las exportaciones de carne congelada, naciendo así el primer frigorífico argentino en 1882.





En las restantes provincias pampeanas (en particular Santa Fe y Entre Ríos) la ganadería se moderniza en las áreas cercanas a los frigoríficos, pero contaban con tierras vírgenes y baratas para la agricultura�, iniciándose así la colonización agrícola�. La nuevas colonias agrícolas interesan a los ferrocarriles, porque veían incrementar sus cargas, coyuntura que favorece el desarrollo de la agricultura comercial, la cual además se beneficia por leyes proteccionistas que gravaban la importación de granos y harinas�. 





Con posterioridad a la última etapa se pueden distinguir tres períodos asociados con los modelos de desarrollo  de la economía del país. Esta subdivisión intenta ordenar el análisis a fin de presentar una mejor desagregación de la transformación estructural de la economía argentina y sus efectos sobre el sector agropecuario e industrial. (Ferrer, 1980; Ferrucci, 1978; Gatto, Gutman, Yoguel, 1988; Giberti, 1988; Kosacoff, 1993; Reca, 1988). 





Los tres períodos antes citados son:


a) El Modelo Agropexportador que se inicia a fines del siglo pasado y se prolonga hasta la crisis mundial de 1930.


b) El Modelo de Industrialización para Sustitución de Importaciones (ISI) que se extiende desde las posguerra hasta mediados de los años 70s.


c) El Modelo de Apertura Económica con Período de Transición, el cual abarca desde 1976 hasta el presente.





IV_2.1. El modelo agroexportador


            ( fines del siglo XIX hasta 1930)





La convergencia de fuerte demanda mundial de alimentos y de productos agropecuarios, con el desarrollo tecnológico de medios de transporte de avanzada para aquella época, como lo eran el ferrocarril y la navegación de ultramar, potencian el crecimiento agropecuario pampeano.





Mejora la infraestructura ferroviaria, principal medio de transporte desde el interior al puerto de Buenos Aires, pasando de 40 km. de vías férreas en 1860 a 7.645 km. en 1888 y alcanza los 35.000 km. en 1920 (Ferrer, 1980: 19; Giberti, 1988: 19 y 34).





Este aumento de la red ferroviaria, que continuó luego de 1920, está muy asociado al concepto de “litoralización” mencionado por Oreste Popescu,� quién explica de esta manera la deformación del espacio económico, como consecuencia del desplazamiento hacia la costa y a los puertos de ultramar, de los puntos vitales de la vida económica, como ejemplo cita Buenos Aires, Montevideo, San Pablo, Río de Janeiro, Lima y sobre algunos ríos caudalosos como Rosario, Santa Fe (en la ribera del río Paraná), Asunción del Paraguay.  Agrega que en este esquema el sistema de tráfico es de tipo abanico, siendo el lugar costero dominante el punto clave o central del abanico, estructura predominante de la red ferroviaria y de carreteras argentinas.





El proceso de “litoralización” produce el desplazamiento hacia las provincias de la región pampeana (Buenos Aires, Santa Fe, Córdoba, Entre Ríos y La Pampa) de los puntos vitales de la economía del país. A esta evolución se añade la productividad agrícola y pecuaria de su área agropecuaria demarcada dentro de lo que corresponde a la pampa húmeda, sustentada por la calidad físico-química de sus suelos (estructura, textura y nivel de nutrientes), y por el clima templado con distribución equilibrada de las precipitaciones anuales.





Esta interacción ecológica-espacial, fortalecida por un contexto económico internacional en el cual convergen países en vías de industrialización o en períodos de posguerra, con fuertes demandas de productos primarios agropecuarios, principalmente granos y carne, hacen de esta región el centro de crecimiento económico del país y, como consecuencia, en el centro del poder político nacional.





Las 350.000 ha sembradas con granos y pasturas en la pampa húmeda en 1875  (60% del total país), se incrementan a 4.181.000 ha en 1895 (85,5% del total país) y alcanzan los 20 millones de ha en 1913 (Giberti, 1988: Cuadro 5, pag.97; Ferrer, 1980: 19). 





Considerando que en 1904 sólo la cosecha de trigo con espigadora requería 1,4 días/hombre/ha (Ekboir et.al, 1990: 378) y que el resto del proceso poscosecha hasta su embarque en puerto tiene un alto porcentaje de mano de obra, es fácil comprender por qué en el Censo de Población de 1914, sobre un total de 7.885.237 habitantes el 46% (3.642.762) habitan en Capital Federal y Provincia de Buenos Aires. Agregando a estas dos jurisdicciones los datos correspondientes a las provincias de Córdoba, Entre Ríos y Santa Fe, resulta que la población de la región pampeana de la época  representa el 72% del total del país�. 





A este incremento de población contribuye la migración europea, en particular provenientes de Italia, que en su mayor parte se radica en Buenos Aires, siendo reducido el número que continúan hacia el interior del país. Desde 1861 a 1920 se reciben 4.879.000 inmigrantes, de los cuales, el 90% se dirigen a la zona pampeana (Ferrucci, 1978: 7). Basados en información censal, Rissech y Nascimbene (1980: 58), indican que en 1895 y 1914 el porcentaje de población extranjera en relación al total del país era de 25,5 y 30,3% respectivamente.





En este período aparecen las primeras organizaciones gremiales y corporativas del sector agrario,�  Sociedad Rural Argentina (1866) y Federación Agraria Argentina (1912). La primera fundada por ganaderos bonaerenses, arrendatarios criadores de ovinos, a quienes más tarde se le suman grandes propietarios con orientación a la ganadería bovina.  La segunda  surge como defensoras de los chacareros (pequeños y medianos agricultores) arrendatarios del sur de Santa Fe y norte de Buenos Aires. (Giberti, 1988: 22 y 25; Manzetti, 1992: 590 y 595; Lattuada, 1995: 26-27). La actual Asociación de Cooperativas Argentinas fue la primera cooperativa de segundo grado en el país, integrada en 1925. (Giberti, 1988: 34).





Este modelo económico de “crecimiento hacia afuera”  dependía de factores internos y externos muy sensibles e inestables, tales como:


a) del crecimiento de la oferta de productos agropecuarios para la exportación, circunscripta a la producción pampeana y sujeta a las adversidades climáticas que son normales en esta actividad productiva.


b) por contraparte, estaba subordinada a la demanda de materia prima de origen agropecuaria a nivel mundial.


c) del suministro de manufacturas importadas para satisfacer la demanda interna.


d) de los precios del mercado internacional de productos agropecuarios.


e) de la sostenibilidad de los recursos naturales y en especial de la fertilidad de los suelos.





Aunque el modelo muestra una Argentina en pleno crecimiento, atractiva para las inversiones� y oferente de puestos de trabajos para una fuerza laboral en paulatino aumento, también presenta aristas negativas relevantes.





En este sentido se puede señalar que empeoran los desequilibrios sectoriales y es exigua la inserción en este esquema de crecimiento de las producciones regionales (Ferrucci, 1978: 8). Estas tienen escasa trascendencia en el mercado exterior y marcada dependencia de la demanda interna. De este modo hacia 1920 se puede resaltar el crecimiento de la producción de azúcar en el norte, los viñedos en cuyo, el algodón en el noreste, aunque, como señala Giberti (1988: 30), en su conjunto la producción no pampeana sólo se incrementaba en un 50%





La vulnerabilidad externa que tiene el modelo aflora en la crisis mundial de 1930 (Cavallo, 1989; Ferrucci, 1978; Ferrer, 1980; Giberti, 1988).








IV_2. 2  El modelo de industrialización para sustitución de 


            importaciones -ISI- (desde 1930 hasta 1976).





La estructura productiva del país resultaba muy vulnerable al depender sólo del sector agropecuario exportador, entre 75-90% del valor total de las exportaciones argentinas provenían de esta única fuente (Lattuada, 1995: 29). En relación al país de aquella época Ferrer (1980: 20) considera que “Argentina no era un país subdesarrollado, sino un país subindustrializado”. 





La crisis mundial de 1930 produce una drástica caída del comercio y de los precios mundiales. La economía del país se encuentra sin poder exportar y sin infraestructura industrial manufacturera para satisfacer la demanda interna. Esta circunstancia se agrava aún más durante la Segunda Guerra Mundial� (1939) porque aísla al país de sus fuentes tradicionales de autoabastecimiento, acentuándose en los años de posguerra. Además Estados Unidos se transforma en primer exportador de productos agropecuarios de clima templado y la CEE  de demandante se convierte en autosuficiente primero y competidor más adelante (Lattuada, 1995: 29).





Estos elementos justifican la política posterior, tal como lo señala Reca (1980: 27) “...que no debe sorprender que al concluir la guerra, cuando cobran en el mundo gran fuerza los argumentos en favor del desarrollo de las industrias manufactureras y de las actividades substitutivas de importaciones, estas ideas encuentran clima propicio y rápida aceptación en la Argentina, transformándose en uno de los elementos centrales de la política económica”. Por encima de diferencias ideológicas y dada las circunstancias del momento, el paradigma de la sociedad industrial fue aceptado por todos los países de América Latina, (Ortega, 1988: 14).





Los comentarios de Barsky (1994: 69) también ayudan a comprender el por qué se implementa este modelo, el autor dice: “Al ponerse en marcha el European Recovery Program, más conocido como Plan Marshall, la Economic Cooperation Administration, encargada de organizar la ayuda económica de Estados Unidos, tuvo un papel central en la organización de los mercados proveedores de alimentos a Europa, privilegiando la producción estadounidense y de países aliados en la contienda. Continuando con los procesos iniciados durante el curso de la segunda Guerra, Argentina fue cuidadosamente excluida de participar en estos espacios económicos. Estas dificultades de inserción en el mercado mundial de productos agrícolas se vieron agravadas por la carencia de maquinarias y otros insumos industriales como producto del boicot estadounidense contra este país como consecuencia de viejas rivalidades en el área latinoamericana, que culminaron en los profundos desacuerdos mantenidos a raíz de la política de neutralidad mantenida por Argentina casi hasta el final de la guerra”.





La aplicación del ISI como modelo de desarrollo conlleva a una estructura económica cuyo objetivo principal era la industrialización del país. La estrategia estaba basada en; a) crecimiento predominantemente hacia adentro, b) industrialización substitutiva de importaciones, c) crecimiento de la demanda interna y d) un nuevo modo de regulación  con un creciente intervencionismo estatal.





La estrategia consistía en la transferencia de recursos del sector agroexportador a la industria y además asegurar dinero para las obras de infraestructura que encaraba el Estado. Los principales instrumentos consistían en la recaudación de impuestos mediante aranceles a la exportación e importación y  mantener la moneda sobrevaluada,� todo lo cual llevaba a una industria altamente protegida.  (Knudsen, 1989: 237; López Cordovez 1987: 7; Mattos,  1993: 80; Mundlak, et.al. 1991: 13; Suarez y Rodríguez, 1984: 111)





En relación al papel regulador e intervencionista del Estado� se crean y/o modifican  una serie de organismos para esta función, tales como:


- La Junta Nacional de Carnes (1933), conducida por hombres provenientes de la Sociedad Rural Argentina, cuyo objetivo primordial, al menos en sus inicios, era contrarrestar el fuerte oligopolio que ejercían los frigoríficos (de capitales británicos) y controlar la relación de precios internos-externos. (Giberti, 1988).





- Junta Reguladora de Granos (1932) y su sucesora la Junta Reguladora de la Producción Agrícola (1944) compraban a los agricultores que vendían a pérdida.





- En 1946 se integra el Instituto Argentino para la Promoción del Intercambio (IAPI), encargado de la comercialización externa de los principales productos agropecuarios. Su actuación determinó que los valores recibidos por los productores fueran sensiblemente más bajos que los del mercado internacional, con precios fuertemente en alza desde la posguerra. Las cotizaciones de la carne no estaban afectadas por el IAPI. (Barsky, 1994: 70; Manzetti, 1992: 602).





- El nuevo gobierno de 1955, con algunas modificaciones recreó las primitivas Junta Nacional de Carnes (Dto.Ley 8509/56) y la Junta Nacional de Granos (Dto.Ley 9697/56)�. Estas, nuevamente fueron modificadas por el gobierno de 1973 con el objetivo de aumentar la intervención estatal en sus respectivas direcciones (Giberti, 1988: 57).





En este esquema el sector agrícola soporta el peso de una enorme carga impositiva a través de impuestos directos e indirectos.  Reca (1980: 27-28) hace referencia a que  “.. al finalizar el quinquenio 1950-54 la protección efectiva (relación del valor agregado medido a precios internos y a precios internacionales) no alcanzó al valor 30 para el maíz y trigo. Es decir que los agricultores argentinos sólo recibían el 30%  del valor internacional en pago a los servicios de la tierra, el capital y el trabajo empleados en la producción de cereales. A principios de la década del 60 este coeficiente había mejorado, llegando a 70 para los cereales”. Según el mismo autor las producciones no pampeanas tuvieron un tratamiento mas favorable que la agricultura pampeana y muy similar a la carne.





La idea que la agricultura financie otros sectores, vía el pago de impuestos, se sostiene en base a tres consideraciones, a saber: a) que la inversión en infraestructura agrícola produce altos retornos, b) que las tasas a la agricultura no afectan los output agrícolas y c) que no hay mejor fuente de recursos para financiar otros sectores (Mundlak, 1989: 42). Al menos el segundo, según algunos trabajos, no se cumple para Argentina.





Empleando un modelo de simulación en el cual consideran la situación de libre comercio y de disciplina macroeconómica Cavallo (1989) y Mundlak, et.al (1991) determinan que en los  período 1913-1984 y 1930-1984 respectivamente, la  agricultura hubiese resultado el sector más favorecido, generando un 115% y 174% más de output�. Los output del sector no-agrícola también se incrementan en 65%. Además consideran que si Argentina, luego de 1929, hubiese estado más integrada al comercio mundial, los precios de los productos habrían evolucionado según lo hicieran los internacionales, por lo tanto los precios agrícolas entre 1930-1984 podrían haber sido en promedio 40% más altos y los no agrícolas casi 20%.





Fulginiti y Perrin (1990)� encuentran una clara relación entre las baja tasa de crecimiento de los output agrícolas y los efectos sobre los precios de las políticas de intervención en el período 1940-1980. Sólo eliminando las tasas de exportación hubiera significado un incremento de output en alrededor del 15% en carne y semilla de lino, de algo más de 30% en trigo, maíz y sorgo y 96% en soja. Estos resultados coinciden con los de Cavallo y Mundlak.� en el sentido que la combinación de liberar los mercados y la tasa de cambio hubiera producido un incremento del 30 al 40% en los output/capita de la agricultura en el período de 20 años.





Valdés (1993: 274-275)  analiza los niveles de intervención en la agricultura de 16 países. Para Argentina, período 1960-84,  determina una tasa de intervención total (protección directa + protección indirecta)� promedio de (-39,1) para carne, maíz, sorgo, soja, girasol y trigo. Es decir que en ausencia de intervención los precios relativos de los productos agrícolas hubiesen sido un 64,2% más alto (39,1/60.9). Los efectos sobre el intercambio comercial en el total de productos para el período 1960-85 indican una pérdida de (-39,34%) por tasas directas y de (-83,84) por las intervenciones totales, principalmente como consecuencia de las intervenciones indirectas, protección industrial y tasas sobrevaluadas ( Schiff y Valdés, 1992: 93).





Estos trabajos confirman la aseveración de Pomareda, et. al (1989: 43) en el sentido de que la mayor protección a la industria respecto a la agricultura y la protección para sustitución de importaciones en desmedro de la exportación, tienden a mermar la tasa de crecimiento de la producción agrícola.  En este sentido son coincidentes las recomendaciones efectuadas por Schiff y Valdés (1992: 231) luego de estudiar los efectos de las políticas de precios aplicadas en la agricultura e implementadas en 18 países�. Enfatizan que para acelerar el crecimiento agrícola, el total y reducir la pobreza, deben eliminarse los gravámenes a la agricultura. También aseguran que la mayor discriminación al sector provienen de las intervenciones indirectas (tasas cambio sobrevaluadas y protección industrial).





En los años posteriores a la posguerra e inicios de los 60s se observa una intensa mecanización de la agricultura, así en 1960� se estiman 104.000 tractores, que aumentan a 194.000 en 1970 y alcanzan los 224.000 en 1975. La potencia del parque de tractores pasó de 4.025.000 cv en 1960 a 14.454.000 en 1978. En 1960 se alcanzaba a 0,15 cv/ha y a fines de los 70s a 0,31 cv/ha (Barsky, 1994: 78). Entre 1952 y 1960 el Producto Agropecuario por trabajador rural de la región pampeana se incrementa 82,8% como consecuencia de la mecanización y tractorización (Bocco, 1991: 508).





El Estado impulsaba el equipamiento de los productores mediante la implementación de líneas de créditos con tasas de interés preferenciales, éstas equivalían al 50% de las aplicadas para otros sectores y que resultaban negativas en términos reales. Frank (1988: 372) evalúa la tasa real de interés empleadas para créditos agrícolas entre 1960-1980, determinando que de los 21 años analizados, 15 tuvieron tasa real de interés negativa y sólo el resto fueron positivas.  El valor mínimo fue -68,6%. anual en 1975 y el máximo 24,8% en 1980. Este mecanismo actuaba como una manera de subsidio implícito a las inversiones, que en una primera etapa favoreció a la agricultura.�





La línea de créditos más difundida fue la otorgada por el Banco Nación Argentina con fondos del Banco Interamericano de Desarrollo en un programa que se prolongó más de 10 años siendo supervisado en los aspectos técnicos por el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA). Su devolución a tasas fijas de interés, compensadas por el efecto inflación, permitía que la deuda del agricultor con el banco se liquidase en forma rápida.





Hacia finales de los 60s y primeros años de los 70s la adquisición de maquinaria agrícola constituye una estrategia de los productores agrícolas para resguardar su capital. En esos años la tasa de inflación anual superó el 100%� (1975=182,8; 1976=444; 1977=175,9), al mantenerse el interés de los créditos a tasa nominal fija, con la inflación registrada, resultaron negativos en términos reales





Parece lógico que el modelo siguiera esta política de créditos para mecanización del sector agropecuario a tasas subsidiadas. La mecanización compensa la pérdida de mano de obra rural que emigra a las ciudades�, fomentada por una amplia diferencia en los ingresos en favor de las actividades urbanas (Mundlak, et. al., 1991: 14). Durante la década de 1960-69 es cuando se produce la mayor transferencia de población rural a la industria. (Bocco, 1991: 516; Tort, et.al. 1991: 581).





Esta transformación de las formas de producción agrícola, es acompañada por incorporación de nuevas tecnologías al proceso productivo. Al empleo de tecnologías de “bajo costo” en los 60s (Reca y Garramon, 1989: 809), se incorporan nuevas variedades, materiales híbridos �,  el uso de productos agroquímicos, etc., llevando a incrementar la productividad por persona ocupada en el sector  y la productividad por hectárea. Esto, compensa en parte la pérdida de ingresos ocasionados  por los aranceles a la exportación reduciendo los efectos de las políticas anti-agrícolas (Reca y Garramon, 1989: 809).





Este proceso de transformación de la agricultura, acompañado de la permanente transferencia de recursos generados por las retenciones a las exportaciones agropecuarias, sirve para el desarrollo de la industria pesada, articulando los complejos petroquímicos y metalmecánicos, y para expandir las industria manufacturera.  Etapa en la cual también se busca atraer el ingreso de capitales extranjeros para lo cual se dictan las leyes 14222 (1953) y 14780 (1958)� (Kosacoff, 1994: 5; Neyra, 1980: 101).





Se desarrollan y crean actividades de servicios para satisfacer las necesidades de los trabajadores urbanos, ensanchando la franja de consumidores del mercado interno lo cual favorece a las economías regionales, cuyas producciones están orientadas a este mercado consumidor (Martín, 1981: 79 y 81). A esto debe sumarse que la apreciación de la tasa de cambio, la cual perduró en casi todo el período, y las intervenciones directas reducen el precio de los productos alimenticios incrementando el consumo� (Schiff y Valdés, 1992: 87-88).





La políticas de precios de los productos no pampeanos, más permisivas que aquella para granos y carnes y el aumento de la demanda interna  como consecuencia  del crecimiento industrial , dinamizaron las producciones no pampeanas. 





Los cultivos no pampeanos aumentan globalmente al compás del crecimiento demográfico hasta 1930, para luego hacerlo mucho más velozmente por la necesidad de sustituir importaciones. Con este hecho puntual empiezan a desarrollarse los cultivos industriales extrapampeanos. Viñas, caña de azúcar y yerba mate son los más conspicuos del grupo, el algodón registra el crecimiento más notable por la demanda interna de textiles y aceites, en menor medida lo hace el tabaco. (FAO, 1992: 68; Ferrucci, 1978: 29; Giberti, 1988: 36).





Entre los años 1973-74 las áreas no pampeanas llegaron a representar el 58% del valor producido en la pampeana, en 1960-70 no superaba el 39% (Giberti, 1988: 61).  No obstante en el período de mayor expansión del sector agropecuario no pampeano, (1973-75),  su aporte significó escasamente alrededor del 36-37% del valor total de la producción agropecuaria argentina (Giberti, 1987: 22)





La intensificación de la actividad agrícola no pampeana se extendió con una incipiente industrialización (industrias de primera transformación) de algunos productos agrícolas en sus zonas de origen, pero ensamblado a un proceso posterior en centros urbanos más poblados o sencillamente alejados de su zona de producción, favorecidos por el bajo costo del transporte ferroviario. Como ejemplo se pueden citar el envasado de vino fuera de las región cuyana, el algodón, con el desmote en las zonas de producción y las hilanderías en Buenos Aires.�.  En el interior del país se fueron creando, a partir de 1950, algunos polos de desarrollo en Córdoba, región de Cuyo y la región Noroeste (Ferrer, 1980: 20;).





No parece existir dudas de las razones del por qué Argentina se transforma en una economía cerrada en el período de posguerra. Esta estrategia resulta apropiada en el contexto histórico que se implementa, aunque no está libre de críticas. Una de las criticas se refiere a su prolongación en el tiempo, es decir, cuando los factores que inspiran las medidas proteccionistas desaparecen, no se retorna a la apertura comercial (Cavallo y Mondino, 1995: 9; Bekerman y Marticorena, 1991: 254).





Otras criticas hacen referencia a que el sesgo por sobreproteger la economía se prioriza frente a la necesidad de expandir las exportaciones de manufacturas (Ferrer, 1980: 20). Esto constituye una de las tres fallas al que el informe de la CEPAL de 1961 (Ortega, 1988: 22)� imputa del porqué el proceso de industrialización debilitó al nivel de vida. Cabría agregar que este intento de crecimiento endogámico dio lugar a pérdidas de incentivos para aumentar la eficiencia� y la excesiva protección industrial produjo una distribución general defectuosa de los recursos (FAO, 1992 (a): 89).





Según Giberti (1988: 54) el origen y destino del comercio exterior acusó cambios, modificándose la naturaleza de los productos importados. De bienes de consumo antes de la guerra se pasa a la importación de bienes de capital y de consumo intermedio  (materias primas y comestibles) reclamados por la industria en crecimiento del país. Este esquema genera una crisis recurrentes de la balanza de pagos con ciclos de recesión�





El modelo condujo a la confrontación entre la industria y sectores no-agrícolas con la agricultura repercutiendo negativamente en su crecimiento y en el de otros sectores económicos. No se tenía en cuenta los costos que el resto de la comunidad debía soportar para subsidiar a un sector o industria particular.. (Mundlak, et.al 1991: 10 y 16; Nogues, 1988: 161; Reca, 1980: 30). En los hechos la agricultura ha sido un sector controlado pero económicamente desprotegido (Norton, 1993: 4)





Durante el gobierno peronista 1973-76 se produce un marcado deterioro de la situación económica, al promoverse una brusca expansión de la demanda agregada, mediante aumentos salariales y generando desequilibrios fiscales y monetarios, y aplicarse controles de precios. La inflación a comienzo de 1976 alcanzó 40-50% mensual ( Cuccia y Navajas, 1987: 81)

















IV_2.3. El modelo de apertura económica con período de 


            transición (desde 1976 en adelante).





La política económica iniciada en abril de 1976 se fundamentó en la total confianza del mercado como asignador de los recursos y en un papel subsidiario del Estado. Se establece un programa de liberalización de los mercados y posterior apertura externa con eliminación del conjunto de regulaciones, subsidios y privilegios. Se produce un corte abrupto del modelo de sustitución de importación, pasándose de una economía protegida a otra de plena apertura.





La estrategia consistió en articular una política de estabilización interna basada en una fuerte baja del salario real� (los incrementos de la remuneración de los trabajadores se fijan por debajo de la tasa de inflación), restricción de la oferta monetaria y apertura de la importaciones, facilitando al sector agropecuario exportador e industrias, con ventajas comparativas, insertarse en mercados internacionales de mayor envergadura. (Beccaria, 1992: 99; FAO, 1992: 68; Gatto, et.al., 1988:10)





Entre 1976-78 se reducen las tasas de exportación�, así en el trigo bajan desde  64% en 1975 a 13% en 1977, la carne de 36% pasa a 22% en los mismos años (Krueger, 1992: 94). Los aranceles de importación industrial descienden en promedio 40 puntos, de 90 al 50% (Gatto, et.al., 1988: 10; Kosacoff, 1994: 7).





Estas reducciones arancelarias, mas devaluación de la moneda y créditos masivos provocó una rápida respuesta productiva entre 1976-77�. La producción triguera se incrementa en 28%, maíz 30%, lino 64% y soja 101 % (FAO, 1992: 68).





A fines de 1978 se establece un sistema de fijación de tipo de cambio anticipado�, provocando un notable retraso en la paridad cambiaría, esto acompañado de la reducción general de los aranceles de importación, generó una crisis económica en los sectores de la industria vinculada al mercado interno, de los productos agrícolas regionales y pérdidas extraordinarias en los productores de la región pampeana. 





El incremento del peso relativo del sector terciario (comercio y servicios) y reducción del sector primario es la tendencia observada durante la década 1970-80. La industria muestra un comportamiento dispar, aumentando en los primeros cinco años y bajando en el lustro siguiente, incluso a un nivel de importancia menor que en el año 1970. Manzanal y Rofman ( 1989: 23 y 25) valorizan este proceso como de relativa desindustrialización y relativa terciarización en un país con un sector terciario caracterizado por la baja productividad de la mayoría de sus componentes.





Durante la década de los 80s la crisis de la deuda externa agravó los problemas macroeconómicos y aquellos referentes al déficit fiscal, condicionando las políticas sectoriales. La recaudación por concepto de retenciones a la exportación se redujo de 602 millones de dólares en 1976 a sólo 17 millones en 1979, razón por la cual y frente a las condiciones arriba mencionadas, en 1980 se retoman las políticas discriminatorias a la agricultura y a la producción de bienes transables. Se repiten los precios internos más bajos que los internacionales, sobrevaloración de la moneda e impuestos a las agroexportaciones en momentos de caída de los sus precios internacionales (FAO, 1992: 72 y 74 �).





Struzenegger y Otrera, citados por Krueger (1992: 95), estiman que a principios de los años 80s la tasa de cambio estaba sobrevaluada más que en 1976 y afirman que la reducción de las tasas directas a la agricultura  fueron más que compensadas por el incremento del gravamen indirecto que significó la sobrevaluación de la tasa de cambio.





El Coeficiente de Protección Nominal�  utilizado por Cirio y Otero (1988: 234) indica que desde la década de los 60s el productor agropecuario siempre recibió precios más bajos a los internacionales. El promedio de trigo, maíz, sorgo y soja resulta de 11% menos en los 60s, 37% en los 70s y 35% en los 80s (calculado hasta el año 1985).





Los cambios tecnológicos implementados a partir de los 70s y la expansión de la frontera agropecuaria�, explican el aumento de producción y la posibilidad de obtener rentabilidad adecuada a nivel de productor. Sin embargo se observa una alta inestabilidad en la producción total. Así en la campaña 1984-85 la producción de cereales y oleaginosos alcanzó 44 millones de toneladas, 60% más que en 1972/73, sin embargo en el ciclo agrícola 1986-87 sólo se llega a 32.700.000 tn de granos.





Hasta 1984 las políticas cambiaría y fiscal permitían extraer del sector volúmenes importantes de excedentes aprovechando los buenos precios de los granos en el mercado internacional (FAO, 1992: 70)�. A partir de 1981 se inicia un descenso considerable de los precios en el mercado mundial de granos, siendo tan grave la situación que entre 1980-85 el país duplica su volumen de exportación pero el valor de las ventas sólo se incrementa 39%. La situación se agrava aún más ya que la disponibilidad de granos exportables se reduce debido a la asignación de tierras aptas para cultivos a la actividad ganadera (Cirio y Otero, 1988: 238-239; FAO: 1992: 70;  Reca y Garramón, 1989: 809).





Reca y Garramón (1989: 813) interpretan que la eliminación total de las tasas de exportación, no hubiesen compensado la fuerte caída de los precios internacionales. Sin embargo reconocen, que desde el punto de vista del sector, su eliminación hubiese suavizado la abrupta caída de la producción, teniendo en cuenta que la elasticidad de la oferta de la producción agrícola argentina es alta y positiva.





La eliminación y/o reducción de los impuestos a la exportación no son fáciles de implementar, por la caída de los ingresos fiscales que significa. No obstante en 1987 el gobierno reduce 60% los impuestos a la exportación de granos, eliminando los del trigo, manteniendo bajos los granos gruesos (5%) y oleaginosas (10%) (Regunaga, 1988: 199; Cirio y Otero, 1988: 234).





La evolución de la ventas de tractores resulta un indicador indirecto del proceso en el sector agropecuario. El registro en las ventas de tractores/año observa una fuerte caída entre 1983 (9.166 unidades) y 1987 (3.881 unidades). Sólo en 1984 se superaron las 10.000 unidades/año de ventas y hasta 1993 nunca se repitió el volumen de venta marcado en 1983�. 





Es indudable que esta reducción de las ventas también se relaciona con la disminución del crédito institucional como consecuencia de que el Estado fue paulatinamente renunciando, en la década de los 80s (con niveles mínimos entre 1988 y 1989), a su rol orientador y de fomento del sector agropecuario, sumado a la escasa disponibilidad del crédito privado ó por los elevados costos en términos reales de estos (Maggi, 1993: 7 y 38)�.. 





Lo comentado afecta de sobremanera a aquellos productores con insuficiente capital propio y en particular a los ubicados fuera de la región pampeana. La escasa asistencia recibida en las regiones extrapampeanas� (Giberti, 1988: 69; Maggi, 1993: 50) se explican, al menos por tres factores: a) la orientación crediticias a productos exportables de la pampa húmeda, b) a la escasez de recursos en las carteras de créditos en los bancos de provincias (habituales prestadores a los sectores agropecuarios provinciales) y c) al grado de endeudamiento de los productores que limitan seriamente su condición como tomadores de créditos.





Esta carencia crediticia� hizo surgir una nueva modalidad de financiamiento oficial (Junta Nacional de Granos combustible y fertilizantes) y privado (semillas y agroquímicos) extrabancario en circuitos informales de créditos, los denominados “planes canje”�, mediante los cuales se compromete una determinada cantidad de producción futura como pago de insumos necesarios para obtenerla. De esta manera, según Giberti (1988: 69) “se salvan de esta forma baches financieros, pero con altísimos costo”, dado que se aplican tasas de interés notablemente altas en términos reales (FAO, 1992: 76).





Este sistema de financiación extrabancario estrecha las ligazones del sistema agroalimentario e indudablemente incrementa la dependencia del sector agrícola con los otros sectores ubicados “corriente arriba y corriente abajo” �, agravada por la desigual posición en que se establece la negociación entre productores y empresas.





Entre las medidas más importantes para el sector agropecuario del Gobierno de Raúl Alfonsin cabe destacar las siguientes:


Activa la Ley Nº 20.496 de promoción del uso de fertilizantes, sancionada en 1973� y fundamentada en el bajo uso de fertilizantes del país. Potenciar su empleo encajaba con la necesidad de incrementar los ingresos por exportaciones a fin de cumplir los compromisos con el exterior. El primer año (1984) se triplicó la cantidad aplicada respecto a 1983, fertilizándose aproximadamente el 12 % de las hectáreas sembradas con trigo (Zubiri, 1987: s.p.).





En 1984 se habilita el Mercado Central de Frutos, con sede en el Gran Buenos Aires, con exclusividad para comercializar frutas, hortalizas, pescado y todo otro producto perecedero. Sus reglamentos buscan pago inmediato y transparencias en las operaciones. Intereses ligados al antiguo sistema lograron requebrajar el cumplimiento de las normas de comercialización (Giberti, 1988: 71).





El mismo año se presenta el Programa Nacional Agropecuario (PRONAGRO)�, cuyo objetivo era aumentar la producción agrícola un 50% al cabo del quinquenio, alcanzando 60 millones de toneladas. Profundizaba su accionar en el subsector agrícola de la región pampeana, dejando en un lugar secundario su ganadería y a las regiones extrapampeanas. Buscaba estabilizar los precios y profundizar el cambio tecnológico (FAO, 1992: 70; Giberti, 1988: 80; IICA, 1987: 31-33; ). No obstante la pretensión de las metas esperadas, sus resultados fueron escasos en relación  a las expectativas del programa.





Luego de la hiperinflación y crisis consecuente acontecida a mediados de 1989, asume el Gobierno Carlos Menem (Partido Justicialista) e inicia un proceso de profundas transformaciones económicas con una clara orientación neoliberal.





Leyes tales como la de Emergencia Económica, de Reforma del Estado y con posterioridad la Ley de Convertibilidad, son aplicadas por el Gobierno a efectos de bajar la elevada tasa de inflación mensual, lograr estabilidad económica, reducir el déficit fiscal, desregular un conjunto de sectores económicos, iniciar el proceso de privatización y/o entrega en concesión a la actividad privada de empresas de producción y de servicios.





En lo que atañe más específicamente al sector agropecuario cabe mencionar la eliminación del ente regulador de la Junta Nacional de Granos y la Junta Nacional de Carnes. Se otorgan en concesión los silos de la primera, se procede a reducir el personal y los presupuestos de organismos relacionados con el sector (INTA, IASCAV, SENASA) y con posterioridad, en lo que se denominó la segunda reforma del Estado, se procede a la fusión y/o eliminación de algunos de ellos.





En el aspecto arancelario, tema de preocupación permanente de las organizaciones del sector, comienza su reducción progresiva�. Desde un arancel promedio superior al 30% a fines de 1989 se pasa a otro de 20% en 1990, que rige hasta 1991. A partir ese año se establecen tres niveles arancelarios: 0% (materias primas), 11% (insumos intermedios) y 22% (bienes manufacturados), siendo el arancel promedio del 13%. Esta nueva estructura arancelaria significa la reducción del 35% en relación a la vigente en 1991. (MEOySP, s.f. (b): 153; Kesman, 1995: 18)).





Es importante mencionar algunas de las consecuencias de corto plazo observadas en el sector agropecuario e industrial desde la puesta en marcha del Plan de Convertibilidad�  en marzo de 1991.





La economía creció a un ritmo promedio del 8% anual entre 1991 y 1994. Por su parte el sector agropecuario sólo alcanzó el 1% anual. El producto bruto agropecuario por habitante se redujo; la superficie sembrada decreció en un 6,3% y disminuye, en cerca de 9 puntos porcentuales, la participación de la producción agropecuaria y de sus manufacturas en el valor de las exportaciones totales, pasando de un promedio de 69% en 1991 al 60% en 1994 (Lattuada, 1995: 34). La apreciación del Secretario de Agricultura de la Nación, discrepa con lo anterior y además puntualiza que las exportaciones del campo aumentaron a un ritmo de 9% anual acumulativo en los últimos 6 años�.





Por el contrario se aprecia una recuperación de la actividad industrial. Así, el Índice de Producción Industrial muestra un incremento del 23,4% entre 1990-1995 y dentro del sector, la producción industrial de alimentos (alimentos, bebidas y tabaco) aumenta 34,4% en el mismo período. Por contraparte, el Índice de Obreros ocupados para el mismo quinquenio cae un 14% en el total de la industria y prácticamente no se altera en la industria de alimentos (INDEC, 1996: 13, 15, 25 y 27).





En relación a la estructura y dinámica industrial la apreciación de Schvarzer (1993: 19) es que la industria actual está más “primarizada”, menos “sofisticada”  y menos “integrada”, y no ha ganado en dinamismo en los últimos años. Entre otros problemas que afectaron la producción industrial reconoce al “...desconocimiento de la importancia del conocimiento y de la tecnología como fuente de progreso”, lo cual “..contribuyó a enfatizar políticas de apertura externa...”.





Este comportamiento de la economía puede ser coyuntural en virtud del corto tiempo de aplicación del plan, pero aspectos relativos a la sostenibilidad de las empresas agrícolas y agroalimentarias se interpretarían como cambios irreversibles.





El nivel de atraso nacional en el cumplimiento de las obligaciones crediticias del sector agropecuario ha crecido en forma sostenida desde 1991: el promedio nacional es del 22% en el año 1994 con valores máximos en provincias no pampeanas�. Según la Federación Agraria Argentina el endeudamiento se multiplicó por cuatro desde el inicio del plan y la entidad afirma que solamente con las entidades financieras el endeudamiento alcanza a 5.888 millones de pesos�.





El grado de endeudamiento, agregado a las limitantes de las economías de escala de producción que impiden bajar los costos a las medianas y pequeñas fincas, hacen peligrar la viabilidad de aproximadamente 200.000 explotaciones agropecuarias por falta de competitividad�. Esta situación también se observaría en la industria alimentaria. Gargiulo (1993: 17) estima que sólo 1/3 de las industrias alimentarias quedarán en actividad sino se ajustan a los cambios del momento.





En esta línea de reflexión y en referencia a los sistemas productivos regionales, el propio gobierno es claro en el mensaje al manifestar “...las nuevas reglas de juego han implicado un cambio en los precios relativos que está imponiendo la necesidad de un replanteo acelerado de las técnicas productivas, financieras y de comercialización. Quienes no puedan responder a estas exigencias verán seguramente disminuir sus posibilidades de evolucionar e, incluso, de perdurar en el nuevo modelo” (MEOySP, s.f. (b): 11)





En contraposición a lo anterior la inversión extranjera se ha interesado en el sector agropecuario y en la industria alimentaria. En el primero adquiriendo grandes extensiones de tierras� y en el segundo comprando empresas según diversas variantes (compra total, parcial, fusi.ones o asociaciones tipo “joint venture”). El Centro de Estudios Bonaerenses estima en 400 la empresas involucradas en estas transacciones, para lo cual ingresaron, desde 1993, 7.000 millones de dólares.(sin contar las privatizaciones del sector público). El 65% de este monto se concentró en cinco rubros entre los cuales están los alimentos y bebidas�. Obschatko y Machinea (1996: 82) estiman que desde 1994 las inversiones en curso o planeadas hasta 1997/98, sólo en la industria alimentaria, alcanzan a 3.944 millones de dólares, de los cuales el 74% corresponden a capital extranjero.





Este nuevo escenario de la economía argentina ofrece signos de mayor subordinación del sector agropecuario a aquellos sectores que le otorgan valor agregado a los productos primarios. Según Lattuada (1995: 50)  “el sector agropecuario presenta una progresiva pérdida de importancia estratégica dentro del conjunto de la economía”. 





La Federación Agraria Argentina (FAA) tiene una opinión más critica de esta dependencia cuando expresa “El sector que produce el 60% de las divisas genuinas está prácticamente a merced de una docena de empresas multinacionales que en los últimos años han cosechado enormes beneficios en la comercialización del trigo. En esta línea se anota la desprotección a las economías regionales ya que sus volúmenes económicos no tienen la entidad que presentan los volúmenes económicos de los cultivos tradicionales”�, en cierto modo reconocido por el Secretario de Agricultura de la Nación�.





En relación a la política agropecuaria� y de la industria alimentaria, el gobierno ha instrumentado un conjunto de programas ejecutados a través de sus Secretarías y Subsecretarías. Los objetivos abarcan desde aquellos que intentan llevar a cabo la transformación de las empresas a las nuevas reglas de juego que impone la economía mercado; a otros de tipo asistencialistas a fin de sostener a los sectores sociales más desprotegidos.





En el cuadro siguiente se citan algunos programas y proyectos abordados por el gobierno desde el año 1991�. Estos, en general, están financiados con recursos del Banco de Intercambio y Desarrollo (BID) , BIRF, Banco Mundial y del Fondo Internacional para el Desarrollo Agrícola (FIDA).





�
Programas y Proyectos Agropecuarios y de la Industria Alimentaria. �
�
PROGRAMAS/PROYECTOS�
OBJETIVOS / METAS�
�
Programa Federal de Reconversión Productiva para la Pequeña y Mediana Empresa Rural. Cambio Rural (SAGyP - INTA- Gob. Provinciales-Productores)�
El objetivo es fomentar la reconversión productiva y diversificar la oferta agropecuaria. Trabajo mediante la formación de grupos de productores. La meta son 40.000 PyMES(*) agropecuarias incorporadas en 1999. A fines de 1994 participan 1.700 grupos, 19.440 productores, 118 agentes de proyectos y 1.486 promotores asesores.�
�
Programa de Iniciativa del Desarrollo Rural �
Orientado a pequeños productores y otras poblaciones rurales de bajos ingresos (trabajadores, mujeres, aborígenes y jóvenes). �
�
Programa Social Agropecuario  (PSA)�
Su objetivo proveer asistencia social, técnica, financiamiento, organización y capacitación a pequeños productores minifundistas.�
�
Promoción autoproducción de alimentos.PROHUERTA�
Promueve la producción hortícola y de granja para el autoconsumo. La meta es 104.000 huertas familiares, 5.200 escolares y 900 comunitarias. En 1994,  680.000 personas involucradas de 2.330 localidades, total de huertas 91.700, trabajan 6.200 promotores.�
�









Continuación de cuadro anterior


Programa de lucha contra la Fiebre Aftosa�
Su objetivo es erradicar la fiebre aftosa. Con posterioridad se incorporan planes de control y erradicación de brucelosis, tuberculosis, peste porcina.�
�
Promoción Exportaciones no Tradicionales de Base Agropecuaria y de Productos Cárnicos (1)�
La meta es incrementar las exportaciones en 200 millones de dólares y de la inversión en 160 millones de dólares. Prevé establecer líneas de  prefinanciación de exportaciones y la promoción de mercados futuros. (PROMEX (2); PROCAR (3) y COMERCIAR).�
�
Programa de Financiamiento para la Promoción y Mejoramiento de la Competitividad. PROMECOM�
El objetivo es promocionar nuevas actividades y mejorar la competitividad de aquellas que ya realizan las Pequeñas y Medianas Empresas (PyMES).�
�
Promover la Reconversión y Especialización Productiva  de la Ind. Manufacturera y en particular de las PyMES�
En rama alimentaria: instrumentar sistema de certificación de calidad de productos, promoción y fomento de productos en mercados externos; promocionar relaciones contractuales entre productores y transformadores. Diversos instrumentos legales para importación con aranceles reducidos de bienes de capital�
�
(*): Pequeña y Mediana Empresa; (1): En el marco del Programa de Modernización de Servicios Agropecuarios (PROMSA); (2): Proyecto de Promoción de Exportaciones No Tradicionales de Base Agropecuaria; (3): Proyecto de Promoción de Productos Cárnicos.


Fuente: MEOySP s.f (b). Argentina en crecimiento 1995-1999. Tomo IV-Programación Regional. MEOySP. Bs. As. Arg. 223 p.; MEOySP. s.f. (c)  Argentina en crecimiento 1995-1999. Tomo V-Programación Sectorial. MEOySP. Bs. As. Arg., 49 p; MEOySP s.f. (a) Argentina en crecimiento. La reforma económica y sus resultados 1989-1993. Cap. III. Programación Regional. p 171-293. Bs. As. Arg.; INTA. 1995. Memoria anual institucional año 1994. INTA. Bs. As.. Arg..�
�









IV_3. Desarrollo Regional. Políticas e instrumentos.





El modelo agroexportador que prepondera en Argentina hasta 1930, el cual tenía como pilares básicos la exportación de granos y carnes de la región pampeana, retarda el desarrollo de las otras regiones argentinas. Durante el período del modelo ISI (1930-1976), se incrementa la demanda interna de productos alimenticios en una sociedad que paulatinamente se transformaba de rural a urbana, potenciando los sectores económicos provinciales no pampeanos cuyos productos tenían escaso o nulo mercado externo. Esta etapa favorece el desarrollo de industrias regionales estrechamente ligadas a productos locales, tales como caña de azúcar, yerba mate, té, algodón, arroz; aunque en general no superan la etapa de primera transformación.





La experiencia en planificación regional argentina marcaría sus inicios en 1958 cuando se afirma el estilo de desarrollo conocido como “desarrollista” que perdura hasta 1973. Aunque durante el período nunca fue instrumentada y sólo se trazaron líneas de acción de promoción industrial, de inversión pública en infraestructura y vivienda (Clichevsky y Rofman, 1989: 62). 





El Plan Nacional de Desarrollo 1965-69 tenía como objetivo fundamental “..procurar una participación más equilibrada de las regiones del país en el desarrollo nacional”, pero no se instrumentaron planes para cumplir ese objetivo. En 1967 el gobierno militar de la época pone en marcha el Sistema Nacional de Planeamiento (Ley 16.964), pero el mismo no se pone en acción (Clichevsky y Rofman, 1989: 62).





A finales del período desarrollista en 1973, sólo se logra que una parte importante de las inversiones industriales se localicen en el área cercana a Buenos Aires, Rosario (Provincia de Santa Fe) y Córdoba. Clichevsky y Rofman (1989: 63) enfatizan en que “..sólo se crearon santuarios productivos, no vinculados a una política de reordenamiento regional pero sí en respuesta a la demanda de intereses locales, nacionales o importados”.





En 1973 se sancionan dos Leyes estableciendo e instrumentando sendos mecanismos que han caracterizado la política regional argentina, el de coparticipación federal de impuestos y el régimen de promoción industrial.





En primer lugar se precisarán los puntos más relevantes de los instrumentos legales, mediante los cuales se implementan los dos mecanismos antes mencionados, para luego puntualizar algunos comentarios generales sobre las políticas regionales en el país.











IV_ 3.1.  Leyes de coparticipación federal de impuestos





En marzo/73 se sanciona la Ley Nº 20.221- Convenio de Coparticipación de Impuestos Nacionales�,  mediante la cual se establece un sistema de coparticipación entre la Nación y las Provincias. Sus objetivos apuntan a:


a) Garantizar una mayor estabilidad de los sistemas financieros provinciales a efectos de reducir la dependencia del Tesoro Nacional.


b) Reconocer la necesidad de un tratamiento preferencial a las provincias con menores recursos, de posibilitar a todas ellas la prestación de los servicios públicos a su cargo en niveles que garanticen la igualdad de tratamiento a todos los habitantes.


c) Simplificar el mecanismo de distribución y control





En relación a la distribución de los ingresos, el texto legal establece lo siguiente:  48,5% para la Nación; 48,5% para distribuirse entre las provincias que adhieran a la Ley  y el 3% restante como aporte al Fondo de Desarrollo Regional�.





Los criterios de distribución son: a) 65% directamente proporcional a la población, b) 25% en proporción (per capita) a la brecha de desarrollo� entre cada provincia y el área más desarrollada del país y c) 10% a las provincias que no tengan densidad de población superior al promedio del conjunto de provincias y en proporción a la diferencia de cada provincia con dicho promedio. Los porcentajes por jurisdicción son los que se detallan a continuación� (la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y el entonces Territorio Nacional de Tierra del Fuego reciben aportes correspondientes a la Nación).





Buenos Aires�
13,57�
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�
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�
Córdoba�
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�
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�
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�
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�
Jujuy�
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Santa Fe�
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�
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0,87�
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�
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0,83�
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2,20�
�



Entre 1983 y 1986 se produce un vacío legal en esta materia (MEOySP s.f.(a): 172). Desde marzo de 1986 la norma jurídica que regula la relación Nación-Provincia es El Acuerdo Financiero Transitorio que mantiene el prorrateo anterior pero incrementa al 35% la ponderación de la brecha de desarrollo (MEOySP s.f.(a): 172; Porto, 1995: 27).





El 7 enero de 1988 se sanciona la Ley 23.548� estableciendo el Régimen Transitorio de Distribución entre la Nación y las Provincias, a partir del 1 de enero de 1988.





En su Artículo 2º establece que “La masa de fondos a distribuir estará integrada por el producido de la recaudación de todos los impuestos nacionales existentes o a crearse”; y su distribución (Art. 3º) será del 42,34% para la Nación, 56,66% para las provincias y el 1% para el Fondo de Aportes del Tesoro Nacional� a las Provincias.





Los porcentajes por Provincia se fijan en el Artículo 4º, el valor máximo (19,33%) le corresponde a Buenos Aires y el mínimo (1,38%) a Santa Cruz y Chubut. El texto de Ley no explica los criterios empleados para la distribución porcentual por provincia. Parte de los fondos que le corresponden a la Nación serán asignados a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y al entonces Territorio Nacional de  Tierra del Fuego. La distribución fijada por provincia es:
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En 1991 se modifican los porcentajes de distribución. Así la Nación percibe el 57% y las Provincias el 43% restante de la masa coparticipable que originalmente preveía la Ley Nº 23548 (CAPELLO, 1996: 13).





El monto a distribuir se reduce con el Pacto Federal (Ley 24130 del 12/8/93)�, el cual en su Artículo 1º establece que el Estado Nacional retendrá un 15%, más una suma fija de $ 43.800.000 mensuales del monto total coparticipable, para ser usado, respectivamente,  en pago de obligaciones personales nacionales y para cubrir desequilibrios fiscales de las Provincias.








IV_ 3. 2.  Leyes de promoción industrial





En 1977 se sanciona la Ley 21608� de Promoción Industrial, la cual deroga (Art. 25º),  la Ley Nº 20.560 que estaba en vigencia con similar propósito desde 1973.





Su objetivo (Art. 1º) es “promover la expansión de la capacidad industrial del país, fortaleciendo la participación de la empresa privada en este proceso”, tendiendo a equilibrar la instalación de industrias en el interior del país, propiciar estas actividades en las áreas y zonas de frontera y facilitar el traslado de industrias en zonas de alta concentración urbana.





El régimen de promoción prioriza aquellas industrias que transformen materias primas zonales, tengan efecto multiplicador y se establezcan en áreas de altas tasas de desempleo, bajo producto bruto zonal o altos índices de migración interna.





Entre las medidas promocionales establece los siguientes: (Art. 4º); exención, reducción, suspensión, degravación y diferimento de tributos y amortizaciones de bienes de uso y de derechos de importación de bienes de capital. Establece restricciones temporarias a las importaciones de bienes similares a los nacionales. Los beneficios se conceden por un plazo no mayor de diez años y exige un aporte mínimo genuino de capital propio del 20% sobre el total de bienes, valor que puede reducirse en función de la prioridad nacional del emprendimiento.





Para acogerse a los beneficios de esta Ley las nuevas instalaciones deberán estar más allá del radio de 60 km. de la Capital Federal (a partir del kilómetro CERO) y quedan excluidas las ciudades de Rosario y Córdoba (Art. 19º y 20º).





La Ley 23614� de agosto de 1988 utiliza los mismos incentivos impositivos para la promoción. Uno de los tres regímenes contemplados es la promoción regional con carácter sectorial; al cual pueden adherirse todos los departamentos de las distintas provincias y así beneficiarse en la reducción de los impuestos (nacionales) 





Los criterios utilizados para definir los beneficios por provincia y dentro de ella por departamentos son:


a) Mayor población con Necesidades Básicas Insatisfechas� respecto de 


    la población total.


b) Menor Producto Bruto Geográfico Industrial respecto al Producto Bruto 


    Geográfico Total�.


c) Mayor distancia respecto al Km. CERO.


d) Menor densidad de población.


e) Mayores tasas de desempleo y de subempleo


f) Menor población ocupada en el sector industrial respecto de la 


   ocupación total


g) Migración neta en relación a la población total


h) Inferiores valores de las variables de dotación de infraestructuras.





Además de estos regímenes de promoción industrial de cobertura nacional, se han legislado otros especiales en beneficio de determinadas provincias (GATTO, et.al, 1988), tales como: Tierra del Fuego - Ley 19640 (1972), La Rioja - Ley 22021 (1979), Catamarca y San Luis - Ley 22702 (1982), San Juan - Ley 22973 (1983)





Razones económicas y de inestabilidad social llevan al Gobierno de Menem a sancionar en 1989 la Ley Nº 23697� de Emergencia Económica, que en su Artículo 2º establece la suspensión de los subsidios y subvenciones y el Artículo 4º extiende su aplicación a todos los regímenes de promoción “..en todos aquellos aspectos que resulten de aplicación exclusivamente a las actividades industriales”.








IV_ 3. 3. Los instrumentos y sus efectos





Para la Confederación General Económica (CGE) hace por lo menos dos décadas que “lo regional” no constituye uno de los temas relevantes del debate político argentino, ya que  “..la cuestión regional llega a la mesa de discusión política cuando se está en vísperas de alguna elección”. (CGE, 1993: 11).





La política regional estuvo circunscripta a mecanismos de asistencia mediante la mera transferencias de fondos coparticipables que no siempre han sido empleados por los gobiernos provinciales en políticas que tiendan a mejorar su estructura económica a largo plazo (Artana, 1994: 57), el  hecho que las provincias más pobres financian menos del 10% de sus gastos con recursos propios limitan seriamente la canalización de recursos para inversiones (Artana y López Murphy, 1995: 107).





Al comparar la distribución por provincia de la coparticipación federal que asignaba la Ley 20.221/73 con la definida con posterioridad en la Ley 23.548/88, surge una notable concentración de recursos para las cinco provincias pampeanas. En la primera, alrededor del 50% de los recursos se otorgaban a Buenos Aires, Córdoba, Entre Ríos, La Pampa y Santa Fe. En la segunda Ley la redistribución efectuada significaba que esos cinco Estados provinciales percibían el 79%.





Dos aspectos agravan aún más esta adjudicación. En 1973 el reparto se justifica en los resultados de un conjunto de índices asegurando una distribución más objetiva; la ley de 1988 no explica en función de qué parámetros se efectuó tal asignación. El otro aspecto lo constituye el porcentaje a distribuir entre las provincias que pasa de 48,5 a 56,66%, lo cual hace inferir que en valores absolutos estas cinco provincias también se vieron muy favorecidas.





El argumento empleado con frecuencia por los gobiernos que más perciben por concepto de coparticipación federal y utilizado como defensa de esta distribución, es que conforman las provincias que más aportan al total de impuestos coparticipables, aspecto que nadie pone en duda, aunque este criterio resulte poco equitativo si se piensa en un desarrollo del país más equilibrado ó con brechas interprovinciales más atenuados.





Los resultados de las políticas de radicación industrial han sido poco coherentes con los objetivos perseguidos. Entre 1974-1987 sólo 6 ramas explican el 60,3% de la inversión promocionada. La elevada concentración de la formación de capital promocionado es de tal magnitud que 72,3% de éste es otorgado a las 50 solicitudes (8% del total) de mayor monto de inversión (Azpiazu, 1987: 34-36)





En no pocas ocasiones las industrias instaladas mediante estos mecanismos de promoción están desarticuladas del tejido económico preponderante en la provincia� y por esta razón bajo este esquema gran parte de la producción y del excedente producido no queda en la provincia. Por lo tanto su ubicación sólo se justifica por la degravación impositiva, a tal grado que los capitales dejan el territorio provincial al momento de finalizar el otorgamiento de los subsidios (Artana y López Murphy, 1995: 116). De esta manera es muy difícil lograr un desarrollo autosostenido de los territorios provinciales (Manzanal y Rofman, 1989: 78).





Las promociones industriales más que ofrecer condiciones de desarrollo se convirtieron en verdaderos caminos de anarquía y de conflicto entre las regiones favorecidas versus las no favorecidas y en procesos industriales fragmentados, que en muy pocas ocasiones tuvieron relaciones con la racionalidad económica-social de la provincia (Gago, 1995: 145).





Otro factor que limitó el desarrollo industrial más acentuado del interior del país, lo constituye, la distancia mínima a partir de la cual se accedía a los beneficios de las leyes de promoción (60 km. a partir del CERO en Capital Federal, Ley 21608). Aunque la degravación obtenida fuese menor, se vería compensado por la cercanía a importantes conglomerados urbanos que conforman los centros económicos más importantes del país.





Estas condiciones promocionales no logran contrarrestar las fuerzas locacionales que influyen en la creciente radicación observada en las zonas avanzadas� (Ferrucci, 1978: 32) que caracteriza la concentración geográfica del desarrollo industrial argentino. Una opinión más optimista, por el contrario, sí observa cambios significativos en los aparatos productivos industriales provinciales, que indicarían la presencia de patrones diferentes de localización de las actividades industriales (Gatto, et.al.; 1988: 80).





No puede obviarse la presión política que ejercen algunas provincias sobre los centros de decisión para obtener beneficios fiscales. Mediantes estas gestiones en el poder político logran obtener leyes especiales para la promoción industrial en sus territorios y además  mayor poder de negociación en la distribución de los  fondos coparticipables.





En opinión de Capello (1996: 15), quien analiza la asignación de los fondos coparticipables del año 1994, “en la distribución secundaria de recursos hay más argumentos políticos que económicos”. Estos criterios indudablemente determinan la asignación del 1% correspondiente a  los Aportes del Tesoro Nacional (ATN)-Ley  23548; destinados a atender situaciones de emergencia y desequilibrios financieros de los gobiernos provinciales�. En esta línea de interpretación coinciden Artana y López Murphy (1995: 117) y  la CGE (1993: 13).





En materia de Desarrollo Regional el actual gobierno ha implementado una serie de programas y proyectos�. Estos intentan abarcar un amplio espectro de la problemática regional. Independientemente de su operatividad y de los resultados que puedan obtenerse, es de destacar que los mismos están orientados a problemas y/o a sectores productivos con segmentos de población específicos.  En el cuadro siguiente se destacan algunos de ellos y un escueto resumen de sus objetivos.





Por otra parte se ha firmado el Pacto Federal (agosto/93) entre el Gobierno Nacional y las Provincias, el cual pretende estimular la competitividad de los sectores productivos mediante la reducción de la presión tributaria nacional y provincial�. Prevé la disminución en las contribuciones patronales sobre los salarios, con reducciones que varían entre 30% y 80%. Las provincias más pobres y distantes de la Capital Federal se aproximan al valor máximo de descuento, mientras ésta y algunos Partidos del Gran Buenos Aires a los valores mínimos. El acuerdo compromete a las provincias a privatizar sus empresas estatales y desregular sus economías como parte del ajuste y reactivación económica (MEOySP, s.f. (a): 173 y 175; MEOySP, s.f. (b): 128 y 140; IRELA, 1995: 27) �.





Programas Orientados al Desarrollo Regional�
�
PROGRAMAS�
OBJETIVOS / METAS�
�
Programa de Inversión para el Desarrollo Regional (PIDRE)�
Sus objetivos apuntan hacia requerimientos de infraestructuras, fortalecer la inversión pública provincial y mejorar la competitividad de las actividades económicas provinciales. Orientado a atender las necesidades de menor desarrollo relativo�
�
Programa de Servicios Agrícolas Provinciales (PROSAP)�
Aumentar la eficiencia de la provisión de servicios agropecuarios en las provincias, en el marco de una estrategia de desarrollo de productos competitivos.�
�
Régimen de Consolidación de Polos Productivos Regionales�
Acuerdo privado, público provincial  y  nacional, cuyo objetivo es la reconversión productiva de diferentes sectores de las economías regionales.�
�
Programa de Reconversión de Areas Tabacaleras�
Viabilizar la modernización y reconversión de las áreas tabacaleras, con apoyo entre otros temas en emprendimientos agroindustriales y de modernización de las cooperativas.�
�
Programa de Crédito y Apoyo para los Pequeños Productores del Nordeste�
El programa enfatiza en los componentes de apoyo técnico y crediticio a pequeños productores de Misiones, Formosa, Corrientes. En la segunda etapa Chaco se incorpora al programa.�
�
Programa de Apoyo a los Productores de la Patagonia.�
Enmarcado en el Programa de Asistencia Subsidiada para los productores de ovinos minifundistas. Diversificación productiva.�
�
Programa para del Desarrollo Rural del Nordeste Argentino(1)�
Abarcará las provincias del nordeste, Chaco, Formosa, Corrientes y Misiones.�
�
(1): Tomado de Diario Ambito Financiero. Sección 3ra. 4/9/96. pag. 9.


Fuente: MEOySP s.f (b). Argentina en crecimiento 1995-1999. Tomo IV-Programación Regional. MEOySP. Bs. As. Arg. 223 p.; MEOySP. sf (c).  Argentina en crecimiento 1995-1999. Tomo V-Programación Sectorial. MEOySP. Bs. As. Arg., 49 p..�
�









�
IV_4. Mercado Común Del Sur (MERCOSUR). Acuerdos e 


          importancia económica








IV_ 4. 1.  Reseña del proceso de integración





Los esfuerzos de integración latinoamericanas, iniciados en la década de los 60s,  estaban orientadas a la conformación de zonas de libre comercio o uniones aduaneras, pero en la práctica sólo quedaron a nivel de área de preferencias arancelarias (Gómez Oliver, 1994: 55).





En 1960 los países de América Central conforman el Mercado Común Centro Americano (MCCA), del cual surgió, en 1961, la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC) y el Pacto Andino en 1969. Esta tendencia se extiende al Caribe, que en 1970 integran el CARIFTA (Caribbean Free Trade Association) que en 1973 se transforma en el CARICOM.





El MCCA fue durante los años 60 el proceso de integración más adelantado en América Latina, los cinco países (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua), firman el Tratado de Managua creando un Mercado Común. El programa tropieza con problemas estructurales y políticos, finalizando la experiencia con el conflicto bélico entre El Salvador y Honduras en 1969 (Tamames, 1993: 295-306).





Mediante la suscripción del Tratado de Montevideo se crea la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), integrada por Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela. La ALALC adopta como política comercial las reducciones arancelarias progresivas, la eliminación de las restricciones no tarifarías y la liberalización del intercambio.





El Pacto Andino (Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela) tiene como objetivo crear un mercado subregional en el marco de la ALALC. Diferencias políticas y económicas entre los países firmantes, a lo cual se agrega la crisis de los 80s, frenó el proceso de integración.





En 1980 como consecuencia de la crisis en que se encontraba la ALALC, los países miembros forman la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI). La ALADI permite distintas formas de cooperación y de acciones conjuntas tales como acuerdos de promoción del comercio, complementación económica entre países latinoamericanos (Jaguaribe, 1993: 31-38)





Bajo esta concepción de acuerdos bilaterales permitidos en el marco de la ALADI, los Presidentes Alfonsín (Argentina) y Sarney (Brasil) firman en 1986 el Acta de Amistad, Democracia, Paz y Desarrollo, orientada a la expansión comercial bilateral, en función de una apertura negociada, para dar paso en 1988 al Tratado de Integración, Cooperación y Desarrollo, fijando como objetivo el establecimiento de un espacio económico común. El Acta de Buenos Aires, firmada por los Presidentes Menem (Argentina) y Collor (Brasil) en 1990, establece la conformación de un mercado común entre ambos países (SAGyP: 1995 (b): 6-7).





Por razones geográficas, culturales, económicas además del propio interés de los Gobiernos de Paraguay y Uruguay en participar del acuerdo, se firma el 26 de marzo de 1991 el Tratado de Asunción, constitutivo del MERCOSUR. En su artículo primero establece que los Estados parte deciden constituir un mercado común, que deberá estar conformado al 31 de diciembre de 1994 (IRELA, 1995: 15; SAGyP: 1995 (b): 20).





En el marco de las experiencias latinoamericanas respecto a los acuerdos de integración, el MERCOSUR representa un ejemplo innovador, ya que se propone establecer un mercado común, cuarta etapa y previa a lo que constituiría la unión monetaria o económica�.





Los días 16 y 17 de diciembre de 1994 el VII Consejo del MERCOSUR celebrado en Ouro Preto (Brasil) se firma el Protocolo de Ouro Preto� en el que se establece la unión aduanera a partir del 1 de enero de 1995� y sanciona la personalidad jurídica internacional del MERCOSUR (IRELA, 1995: 15; Kesman, 1995: 19; SAGyP, 1995 (b): 20-21).





Los órganos de conducción, confirmados por el Protocolo de Ouro Preto, quedan definidos por a) El Consejo del Mercado Común, máximo nivel de decisión a cargo de la conducción política y de la toma de decisiones para asegurar el cumplimiento de los objetivos, b) El Grupo Mercado Común, órgano ejecutivo, con facultad de iniciativa y c) la Comisión de Comercio del MERCOSUR. Además están la Comisión Parlamentaria, Reuniones de Ministros, Secretaria Administrativa del MERCOSUR, Foro Consultivo Económico y Social y distintos Subgrupos de Trabajo (SAGyP, 1995 (b): 46; Centro de Estudios Bonaerense, 1995; IRELA, 1996: 15-19).





El 7 de diciembre de 1995 se firma un acuerdo de complementación económica con Bolivia, como primer paso hacia la negociación de una zona bilateral de libre comercio. El acuerdo introduce recortes arancelarios para el 90% de las exportaciones bolivianas al MERCOSUR, así como el libre acceso de 600 productos del éste al país andino�..  Con posterioridad, el día 15, se establece el Acuerdo Marco Interregional de Cooperación Comercial y Económica con la Unión Europea el cual dispone la cooperación en una variedad sin precedentes de esferas y actividades, incluidas aquellas de índole económica, comercial, industrial, científica, institucional y cultural (IRELA, 1996: 2-3, 11).





En la X Reunión del Consejo del Mercado Común, llevado a cabo en San Luis (Argentina) el 25/6/96, se aprueba el texto de Acuerdo de Complementación Económica MERCOSUR-Chile que crea una zona de libre comercio con el país transandino. El convenio abarcará lo substancial del comercio recíproco en un plazo de ocho años. A través de los puertos chilenos el MERCOSUR puede abrir nuevos mercados asiáticos y/o fortalecer los actuales, por su parte Chile se favorece comercialmente mejorando las condiciones comerciales con Brasil, su segundo mercado exportador.








IV_ 4. 2. Perfil estadístico del MERCOSUR





Indudablemente el MERCOSUR constituye el mercado consumidor más importante de América Latina, con 45% de la población total latina, valor que asciende a casi 50% con la incorporación del Bolivia y Chile (Cuadro 4.1).





La distribución de la población entre los países miembros presenta notables desigualdades, con una amplitud extrema de magnitud entre Brasil y Uruguay.





Este grupo de países (MERCOSUR, Bolivia y Chile) aportan en su conjunto más del 50% del PBI de América Latina, incrementando su incidencia en la economía latinoamericana en aproximadamente un 2% entre 1990 y 1995.  El PBI total de los cuatros países miembros ascendió, en valores corrientes, a 850 millones de dólares en 1995, haciendo que sea el cuarto mayor mercado integrado del mundo (IRELA, 1996:1).





Cuadro 4.1  Población y producto bruto interno de los países del MERCOSUR, Chile, Bolivia y América Latina.�
�
Países�
Población


1991�
Producto Bruto Interno 


(en mill. de dólares)(1)�
PBI/habitante(2)�
�
�
�
1990�
1995�
1990�
1995�
�
Argentina�
32.712.000�
153.255�
200.855�
4.742�
5.862�
�
Brasil�
153.330.000�
378.424�
429.257�
2.539�
2.658�
�
Paraguay�
4.397.000�
6.180�
7.187�
1.445�
1.469�
�
Uruguay�
3.112.000�
9.590�
11.343�
3.099�
3.560�
�
MERCOSUR�
193.551.000�
547.449�
648.642�
2.956�
3.387�
�
Bolivia�
7.521.000�
5.839�
6.997�
888�
945�
�
Chile�
13.387.000�
34.555�
48.362�
2.623�
3.397�
�
América Latina�
430.806.000�
1.015.789�
1.182.342�
1.775�
1.957�
�
(1) y (2): En dólares constantes de 1990.Fuente: IRELA (1993: 55);  IRELA (1996: 37-38).�
�



Paraguay y Bolivia son los países con menor ingreso/habitante, medido en base al PBI/habitante, ya sea dentro del grupo MERCOSUR, como así también en América Latina. En este aspecto coincide con la clasificación del Banco Mundial que los ubica en el conjunto de países de renta media baja (Banco Mundial, 1995: 110).





Son notables las diferencias en algunos de los indicadores sociales reflejados en el Cuadro 4.2, sobresaliendo el bajo consumo proteico diario por persona de Bolivia y el elevado porcentaje de población rural que mantienen en su estructura productiva Paraguay y Bolivia.





En párrafos anteriores se resaltaba que la construcción del MERCOSUR  constituía una experiencia innovadora en el ámbito del América Latina, la información puntual de los cuadros anteriores, donde se aprecian diferencias importantes entre los países del grupo, refuerza aún más tal consideración. 





Cuadro 4.2 Algunos indicadores sociales y distribución de la población urbana y rural de los países del MERCOSUR, Bolivia y Chile.�
�
Países�
Esper. vida al nacer (años)�
Calorías/


persona/día (1)�
Proteínas/


persona/día(1)�
Población 


urbana (%)(2)�
Población


rural (%)(2)�
�
Argentina�
72�
3.068�
99,2�
86,20�
12,84�
�
Brasil�
66�
2.730�
61,4�
76,90�
24,29�
�
Paraguay�
70�
2.684�
68,2�
47,5�
47,91�
�
Uruguay�
72�
2.668�
82,4�
85,5�
13,61�
�
Bolivia�
59�
2.013�
51,9�
51,4�
41,5�
�
Chile�
74�
2.484�
68,0�
85,6�
12,84�
�
(1): Datos año 1988/90; (2): Datos año 1990. Fuente: IRELA (1996: 40); GOMEZ OLIVER (1994: 230-231, 264)�
�



Con la integración se asumen compromisos con los otros socios, muchos de los cuales, para su modificación debe contarse con la aprobación por parte de ellos. Además obliga a asumir políticas macroeconómicas que aseguren estabilidad interna, dado que cualquier signo de inestabilidad se vería reflejada en la reasignación de capitales, aspecto por lo que más compiten en la actualidad los dos países más fuertes del MERCOSUR (Cavallo y Mondino, 1995: 12).





Este último aspecto es el que más discrepancia genera entre Brasil y Argentina, y obliga a permanentes negociaciones de los gobiernos y/o de representantes de los sectores afectados�. Bien podrían considerarse asincronías temporales hasta que se logren implementar políticas afines, pero no dejan de ser actitudes preocupantes que requieren una buena dosis de capacidad negociadora. Estas diferencias se justifican en el hecho que todo proceso de integración tiene problemas iniciales que deben afrontarse por las partes.





Para Argentina la importancia comercial de la integración se refleja en las cifras de exportación-importación. El porcentaje de ventas del país al MERCOSUR se duplica en el período 1990-95, los valores de importación, aunque se mantienen constantes, significan alrededor de una cuarta parte de las importaciones realizadas por Argentina en igual período (Cuadro 4.3)





Cuadro 4.3 Evolución de las exportaciones e importaciones argentinas desde 1990 a 1995. Totales,  al MERCOSUR y a Brasil.�
�
Años�
Total


Exportación (mill. u$s)�
Exportación al Mercosur


%�
Total


Importación (mill. u$s)�
Importación al Mercosur


%�
Exportación al Brasil


% (*)�
Importación al Brasil


% (*)�
�
1990�
12.352�
16,0�
4.077�
21,4�
72,0�
82,0�
�
1991�
11.978�
19,4�
8.275�
21,8�
64,0�
84,6�
�
1992�
12.235�
29,9�
14.872�
25,2�
45,6�
89,0�
�
1993�
13.090�
36,2�
16.786�
25,1�
59,4�
84,7�
�
1994�
15.839�
30,3�
21.589�
22,1�
74,8�
89,4�
�
1995�
20.893�
32,3�
19.968�
22,6�
73,5�
84,5�
�
(*): Porcentaje obtenido sobre el total exportado e importado al MERCOSUR Fuente: Elaboración propia en base a datos de MEOySP (1995) Informe Económico Año 1994. Año 4, nº 12;e Informe Económico 1995 del MEOySP y FIDE (1996) Coyuntura y Desarrollo Anuario Estadístico XXXVI.Nº 209.�
�



El proceso de integración ha favorecido substancialmente a la producción agropecuaria argentina que supo aprovechar un vasto mercado para colocar una gama de productos tales como trigo, maíz, carne bovina, papa, ajo, cebolla, frutales (manzana, pera), algodón, productos lácteos y sus derivados, entre otros�, potenciados por sus ventajas comparativas y competitivas. Salida comercial que en ocasiones facilita la colocación de excedente resultante por una parte de la elevada productividad en la producción de algunos rubros y por otra de la reducción del consumo interno que genera saldo exportables.





De la información del Cuadro 4.3 resulta evidente la dependencia comercial con Brasil, aproximadamente tres cuartas partes de las exportaciones Argentinas al mercado común se destinan a ese país y más del 80% de las compras efectuadas al MERCOSUR provienen del mismo.





Esta subordinación puede reducirse en la medida que a nivel mundial avancen los procesos de liberalización comercial en los mercados agrícolas mundiales como consecuencia de los Acuerdos del GATT, lo cual, según diversos autores favorecerán a los países en vías de desarrollo� y que la producción exportable Argentina gane en competitividad por encima de la requerida para el ámbito del MERCOSUR. Ahora bien, en este contexto habrá que ajustarse y adaptarse para superar las barreras no tarifarías de diversas índoles (ambientales, sanitarias, preferencias del consumidor), a las cuales seguirán recurriendo los países industrializados para limitar la entrada de estos productos a sus mercados�, evitando así transgredir los acuerdos internacionales firmados.





La política externa argentina no debe dejar en segundo lugar al resto del mundo, ya que la ventaja de tener un cliente-socio cercano de gran tamaño como es Brasil, se corre el peligro de quedar atado a los avatares de su economía. Incrementar la competitividad y fortalecer posiciones en el mercado internacional son las estrategias prioritarias si se pretende mantener un espacio, primero dentro del MERCOSUR y luego más allá de este.�





El efecto de la integración en el comercio exterior total argentino (exportaciones + importaciones), posibilitó un destacado incrementó en el flujo comercial del país. En el quinquenio 1986-90�  la cifra global alcanzó 68.406 millones de dólares, en el período 1991-95 suma 155.525 millones de dólares, significando un incremento de 127%.





� No se hace mención a los alzamientos militares ocurridos durante el gobierno del Dr. Raúl Alfonsín y en el primer período de gobierno del Dr. Carlos Menem.


� Por los acontecimientos y hechos ocaecidos durante este gobierno en relación a persecución, desaparecidos y posteriormente con los juicios, condena e indultos a los miembros de la Junta Militar y la trascendencia en el ámbito internacional de las Madres de Plaza de Mayo, entre otros,  este constituye el gobierno militar con más repercución en el ámbito internacional  Sin embargo la Revolución Libertadora de 1955 también estuvo caracterizada por uso de las armas para derrocar al Presidente Juan D. Perón y por la persecución y encarcelamiento de dirigentes y militantes del peronismo. El propio Perón debe exiliarse en la República del  Paraguay para radicarse, luego de estancias en varios paises, en España, hasta 1973 en que regresa a Argentina e inicia su tercer gobierno el 12/10/73. Este protagonismo militar en la política argentina siempre estuvo asociado a grupos de poder que ven afectados sus intereses y/o a grupos políticos que  “golpean la puerta de los cuarteles” y la mayoría de las veces con el apoyo implícito de los EE UU.


� El primero cuando Juan D. Perón asume su segundo mandato presidencial en junio de 1952, el segundo de Raúl Alfonsin a Carlos Menem  en julio de 1989 y el tercero en julio de 1995 al iniciarse el segundo período de este último.


� Fuente: Diario Clarin. Suplemento Económico 8/10/95. pag. 2


� En realidad se llamó “Plan del Poder Ejecutivo sobre realizaciones e inversiones para el quinquenio 1947-1951”. (Giberti, 1988: 55). Según Gendarme (1967: 405) sentaba el principio de industrialización a ultranza a expensas de la agricultura.


� Nota del Senador Justicialista Antonio Cafiero (ex Ministro de Comercio del segundo Gobierno de Juan D. Perón). Diaro Clarín. Suplemento Económico 8/10/95. pag. 4.


� La negociación para la apertura democrática del General. Agustin Lanusse, entonces Presidente de la Revolución Argentina iniciada en 1966 por el General Juan C. Onganía, se condiciona a la no participación de Juan D. Perón como candidato. Se integra el Frente Justicialista de Liberación (FREJULI), con Héctor Campora como candidato a presidente. A los cinco meses de asumir, Campora renuncia y convoca a nuevas elecciones presidenciales para permitir la candidatura de Perón. Los candidatos del Justicialismo son Juan D. Perón (Presidente) e Isabel Martinez de Perón (Vicepresidente). El 12 de octubre de 1973 asume Perón su tercera presidencia. Como consecuencia de su muerte en 1975 asume la presidencia de la Nación Isabel Martinez de Perón, y el poder real lo tiene José Lopez Rega, Ministro de Bienestar Social y conductor ideológico del grupo paramilitar Tripe A. El 24 de marzo de 1976 se produce el golpe militar y se inicia el Proceso de Reorganización Nacional conducido por el triunvirato Jorge R. Videla, Emilio Massera y Héctor Agosti.


� Fuente Diario Clarin. Suplemento Económico 8/10/95 . pag. 10-11.


� Schavarzer Jorge (Profesor de História de la Política Económica Argentina en la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires). En: Se cerraban fábricas y se abrían bancos. Diario Clarin. Suplemento Económico 8/10/95. pag. 14.


� Diario Clarín. Suplemento Económico 8/10/95, pag. 4.


� Durante los primeros nueve meses el plan tuvo éxito reduciendo la inflación mensual del 30% a 3,1% (FAO, 1992: 70)


� Diario Clarín. Suplemento Económico 8/10/95, pag. 4.


� El primer período es conducido por Miguel A. Roig a raíz de un pacto con Bunge y Born (multinacional de origen argentino) y durante un breve tiempo por Néstor Rapanelli, el segundo por el menemista Ermán Gonzalez y el tercero por Domingo Cavallo (Diario Clarin. Suplemento Económico del 8/10/95 pag. 11; IRELA, 1995: 13).


� Base de datos sobre Información Legislativa de Argentina. INFOLEG; (INTERNET; http://platon.mecon.ar/infoleg.htm)),.


� El Decreto Nº 2.284/91,ratificado por la Ley Nº 24.307 son los instrumentos legales por lo cual el Gobierno Nacional avanzó en este proceso. Entre otras comprende las desregulaciones de los servicios profesionales, distribución mayorista y minorista, transporte y mineria. (MEOySP, s.f. (b). Argentina en Crecimiento 1995-1999 - IV. Programación Regional, pag. 133). En el mismo documento se puede ver la desregulación de puertos (pag 29-38); red vial (pag. 40-50); cargas ferroviarias (pag. 50-56).


� La Ley de Convertibilidad establece en la práctica un sistema de cambio fijo, por el cual la oferta de dinero está estrechamente vinculada al resultado de la balanza de pagos y además en todo momento las reservas internacionales tienen que ser equivalentes como mínimo al 100% de la base monetaria. Esta medida tiene por objeto garantizar el respaldo de la moneda e impedir la financiación del sector público mediante emisión o endeudamiento. (IRELA, 1995: 14; Kosacoff, 1993: 46). También impide al Banco Central hacerse cargo de las deudas incobrables que asumían las Provincias, limitando a éstas funcionar manteniendo cuantiosos déficit, por lo cual en reiteradas oportunidades se han visto obligadas a posponer el pago de salarios y pensiones ó escalonar el mismo en función del monto a cobrar por cada asalariado.


� Estudio del Banco Mundial de febrero de 1996 citado en IRELA (1996: 24). Más de un 40% del valor patrimonial total de las empresas privatizadas pertenecen a capital extranjero (Kosacoff y Bezchinsky, 1993: 256).


� Los instrumentos usados son la jubilación anticipada, retiro voluntario y despidos. 


� Fuente: Diario Ambito Financiero. 4/12/95. pag. 12 según estimaciones del INDEC.y Clarin 5/12/95  pag. 2 según INDEC.


� En mayo-96 la tasa de desempleo alcanzó 17,1% (Diario Clarin 19/9/96 pag. 14). El desempleo en Argentina según proyección publicada por un Inforrme Especial del Diario Clarin (10/9/95 pag.10) alcanzaría alrededor del 22,6 - 23,6%. en el 2000. También indica que la tasa de desocupación es más alta (38,8%) en la población con ingresos de hasta $ 633 (18% del total); y más baja (6%) en la población con más altos ingresos $1.550 a $ 20.320 (20,3% del total). Por el contrario un informe del Banco Mundial prevee para Argentina la reducción en 8 puntos de la tasa de desempleo, siempre y cuando se pongan en marcha mecanismos de reforma del empleo  para reducir los costos laborales. El mismo informe reconoce que el período de desempleo se agravó en Argentina, pasando de 12,9 semanas en 1991, a 32,2 en 1994 y casi 45 semanas en 1995 (Diario Clarin 19/9/96 pag. 14). Un reciente informe de la CEPAL presentado en la Primera Conferencia Regional sobre Desarrollo Social en San Pablo (Brasil), muestra que Argentina tuvo el mayor nivel de desempleo de América Latina con su 17,3% de 1996, superando a los países mas pobres de la región tales como Guatemala, Nicaragua, Honduras y El Salvador. Además es el país que desde 1984 más incrementó la pobreza, superando los valores de 1980; no obstante con 15% de hogares por debajo de la línea de pobreza sigue siendo, junto a Uruguay, el país con menos pobres. Clarin Digital 8/4/97 (INTERNET; http://www.clarin.com).


� Ver Kosacoff (1994: 29)


� Algún Ministro del Gobierno de la Nación llegó a defiinir las relaciones con EEUU como de “relación carnal”.


� En las elecciones presidenciales de 1995 Carlos Menem se impone con 49,9% de los votos, Octavio Bordon (FREPASO) obtiene 29,3% y Horacio Massaccessi (Unión Civica Radical) el 17%.(IRELA, 1995: 50).  Otros expertos intepretan el apoyo a Menem como condicionado a lo que llaman el “voto cuota”.  El incremento del consumo dadas las posibilidades crediticias que reaparacen a partir de 1991, hizo que gran parte de la población se “endeudara a plazos” principalmente por la compra de electrodomésticos, electrónicos y autos (nuevos ó usados).  En función de las experiencias económicas anteriores, apoyar el gobierno de Menem les garantizaba a los consumidores un “dólar fijo”, detalle importante si se tiene en cuenta que todos los créditos eran a pesos “convertibles” a dólares. Este apoyo se reduce con el tiempo, así según una encuesta de Gallup Argentina la confianza en la gestión de Menem cae paulatinamente, en mayo/94 era del 42%, mayo/95 47%, mayo/96 23% y agosto/96 19% (Diario Página 12. 23/8/96 pag. 2-3).


� Una listado de aquellas a privatizar entre 1995-99 puede verse en MEOySP s.f. (b) Argentina en Crecimiento 1995-99. Tomo IV-Programacion Regional pag.46-47.


� Sobre este aspecto Horacio Giberti en su trabajo Evolución y Perspectivas del Sector Agropecuario Argentino dice: “Como las tierras pampeanas carecían de indios aptos para ser esclavizados, y de ganados, cultivos o minas que las valorizaran, los españoles que arribaron a su litoral hubieron de afrontar penurias para subsistir sin ayuda ajena, pese a las excelentes aptitudes ecológicas pampeanas. Por algo la fundación persistente más antigua de la Argentina  (Santiago del Estero, 1550) ocurrió en tierras no pampeanas, pobladas por esclavizables indios agricultores. Análogas causas explican abundantes fundaciones extrapampeanas (Mendoza, 1561; San Juan, 1562; Córdoba, 1573; Salta, 1582; Corrientes, 1588; La Rioja, 1591; Jujuy, 1593; San Luis, 1596) y sólo una pampeana (Santa Fé, 1573)”. (Giberti, 1988: 5).


� El proceso relatado por Giberti (1985: 16) es: Una “empresa colonizadora” lograba tierras desocupadas (en concesión con el gobierno o las compraba), y contrataba familias agricultoras europeas, a quienes ofrecía facilidad para trasladarse, instalarse y adquirir la tierra. Los campos altos y llanos de estas colonias permiten dividirlos con facilidad en cuadrados perfectos y ubicar las casas en el medio.


� En las regiones extrapampeanas ya se desarrollaba la agricultura, así en Mendoza a fines de siglo habían 43.000 ha de viñas, en Tucumán 42.000 ha de caña de azúcar. Pero dentro del modelo agroexportador que se perfila en el país, pocas posibilidades ofrecían estas regiones ya que no producían granos ni carne barata para Europa. (Giberti, 1985: 17).


� Hacía finales de siglo las exportaciones de granos alcanzaban los 3 millones de tn. de una producción global total cercana a los 4,5 millones de tn. (Giberti, 1985: 16).


� POPESCU, O. (1964: 385) Introducción a la ciencia económica contemporánea. 2da Edición, Barcelona.España. Citado por EGNER, E.( 1967:94).





� Datos del Censo de Población de 1914 tomados de: Censo de Población y Familia 1970. INDEC (1970).


� En los sectores obreros urbanos ya se observa una incipiente organización gremial, liderados por obreros inmigrantes con antecedentes sindicales, cuyas primeras protestas se orientan a reivindicar mejoras en las condiciones de trabajo y de vida. Algunas de sus protestas tienen finales violentos como la “semana trágica” en enero de 1919 y los conflictos de los obrerors rurales en la patagonía en 1920. Respecto a influencias e intereses de las organizaciones agrarias en Argentina ver Nogueira (1988), Manzanetti (1992) y Lattuada (1995).


� En vísperas de la primera guerra mundial, el capital extranjero invertido en la Argentina equivalía al 50% del activo fijo total existente en el país (Ferre, 1980: 19)


� Durante la guerra los granos son los productos más afectados, sus exportaciones se reducen de aproximadamente 10 millones de toneladas a alrededor de 3 millones. Lo contrario ocurría con las carnes, con elevada demanda para alimentar las tropas en conflicto.


� Fulginiti y Perrin (1990: 284) citan diversos autores que calculan la sobrevalución de la moneda en aquel período, así Reca y Mielke estiman en 38% (1968-74); Cavallo y Mundlak en 20% (1939-73) y Sturzenegger 18% (1960-80).


� En relación al papel intervencionista del Estado, Giberti (1988: 32) aclara los siguiente: “Se suele afirmar que los gobiernos conservadores, de orientación económica liberal, crearon entes estatales para dirigir la economía. Los crearon -cierto es- pero en rigor no encargaron la dirección de la economía al Estado, éste intervenía para crear entidades rectoras, cuyo control colocaban en manos privadas”.


� La asignación de derechos y funciones en los directorios de estos organismos, en relación a manejar las empresas creadas por esos decretos, diferian en aquel orientado a la ganadería respecto al regulador de granos (Giberti, 1988: 56)


� Mundlak, et.al.(1991:14) consideran que durante el período 1960-85 aproximadamente 95% de las importaciones fueron principalmente insumos intermedios demandados por sectores no-agrícolas. Por contraparte las exportaciones de esos sectores sólo representaron el 16% del total exportado en ese período, resaltando que este esquema de intercambio constituyó la estrategia de la posguerra.


� Utilizan un modelo de input y output múltiple. Las tasas de exportación empleadas varian entre el 10% (carne), 15% (soja) y 25% (trigo, maíz, girasol, semilla de lino y sorgo).


� Cavallo, D; Mundlak, Y. 1982. Agriculture and economic growth in an open economy: The case of Argentina. International Food Policy Institute Res. Rep. nº 36. Washigton DC.


� La intervención directa son políticas asociadas con el régimen de comercio y pago, incluye tasas sobre los productos exportables, impuestos sobre productos importados y políticas sobre inputs agrícolas; las indirectas incluyen sobrevaluación de la tasa de cambio real, protección industrial y otras medidas que afectan los preciso domésticos de productos comprados para producción o consumo, que significa una reducción a los ingresos. Otros aspectos sobre políticas de precios ver Schiff y Valdes (1992); Krueger (1992).





� Los 18 países estudiados son: Costa de Marfil, Ghana, Zambia, Argentina, Colombia, República Dominicana, Egipto, Marruecos, Pakistán, Filipinas, Sri Lanka, Tailandia, Turquía, Brasil Chile, Malasia, República de Corea, Portugal.


� Información del INDEC y de la Asociación de Fábricas Argentinas de Tractores (AFAT). Giberti (1988: 41) cita 84.000  tractores en 1960.


� Estas líneas de créditos con tasas de interés subsididadas confirman los que expone Knudsen (1989: 233-234)  en el sentido que los gobiernos de América Latina han hecho bastante para ayudar a los agricultores. Los créditos agrícolas y de feritilizantes  han sido casi universalmente subsidiados. Agrega que sin excepción los servicios de extensión rural han sido prestados gratuítamente. Reconoce que los productores medianos y grandes han sido los más bnenficiados de estos subsidios. Por ello considera que no es exacto el punto de vista por el cual el sector agropecuario a sido desatendido en América Latina.


� Fuente: Diario Clarin. Suplemento Económico 8/10/95 pag. 10-11


� Según Bocco (1991: 504; 513; 516) “entre 1947-60 el total de la población económicamente activa de la agricultura se reduce aproximadamente en un 20%”, más adelante agrega: “La región en donde se concentra el desarrollo industrial recibe entre 1965-70 un flujo de migrantes locales estimados en más de 720.000 personas, ......, más del 30% de estos provienen de zonas rurales”. También contribuye a interpretar la interrelación mecanización-migración la información respecto a la evolución de horas/hombre/ha empleada en diversos cultivos publicadas por Ekboir, et.al. (1990: 376-383).


� La superficie sembrada con semilla de maíz híbrido pasa de 5% en los años 50s a más de 80% en la década de los 70s. Similar evolución puede observarse en el uso de este tipo de simiente en girasol (Barsky, 1994: 79).


� Neyra (1980: 101) estima que entre 1940 a 1965 ingresan 1.767 millones de dólares. También hace mención a cierta reticencia de los inversores extranjeros a raíz de las nacionalizaciones que se habían producido durante el gobierno de Perón.


� El consumo de trigo por efecto de la intervención directa aumento 2,2% en los años 60s, 7,5% en los 70s y 2,5% en los primeros años de la década del 80 (Schiff y Valdes, 1992: 88)





� Hace muy pocos años que los bodegueros y viñateros de Mendoza y San Juan lograron que todo el vino se envasara en esas provincias, argumentando garantias para mantener calidad. Respecto al algodón, todavía hoy continua este esquema de industrialización; la yerba mate y el té hoy se procesan casi en su totalidad en las propias provincias productoras.


� El trabajo expresa: “...se ha subsidiado -mediante aranceles u otras restricciones- la producción industrial para el consumo interno, pero no así la que podría destinarse a la exportación. Por lo tanto, se ha ido acrecentando la producción de numerosos artículos manufacturados cuyos costos son muy superiores a los internacionales, en circunstancias que pudo habérselos obtenido a costos muy inferiores, ...” (Ortega, 1988: 22-23).


� “....el sector argentino de sustitución de importaciones es ineficiente, en términos absolutos, con respecto al sector de bienes exportables; vale decir, el sector de sustitución de importaciones requiere una cantidad mayor de cada uno de los factores productivos por unidad de divisa ahorrada, que el que requiere el sector de bienes exportables por unidad de divisa obtenida” (Nogues, 1988: 163). Sobre este aspecto y generalizando para todo América Latina Suarez y Rodriguez (1984: 111) dicen: “.. .la política de sustitución indiscriminada lejos de superar la frágil economía latinoamericana, acentuó su deterioro, en la medida que se consumen más divisas que las que se generan, al perder dinamismo el proceso de sustitución”.


� Exportaciones insuficientes impiden importar lo demandado por la industria. Se fomentan entonces las exportaciones (producción agropecuaria) y se restringen las importaciones, esto produce efectos inmediatos, ya que la indisponibilidad de bienes intermedios y de capital, retrae la producción industrial y genera recesión. Al cabo de unos años aumentan las exportaciones (agropecuarias), mejora la balanza de pagos; puede entonces aumentar las importaciones, crece la industria, mejora la economía, se incrementa la demanda interna, aumenta la necesidad de importar y comienza un nuevo ciclo. (Giberti, 1988: 54).


� La caída del salario real afectó básicamente los productos de consumo no durables, textiles y agroalimentarios (Gatto, et.al. 1988: 10; Rofman y Marques, 1988: 72)


� De acuerdo a lo que puntualiza el trabajo de FAO (1992: 68) sobre este aspecto “Para el sector pampeano, eximido de las retenciones a las exportaciones......”, se deduce que hubo ciertas medidas que privilegiaron a la región pampeana.


� Datos del Banco de la Nación Argentina, citados en FAO (1992: 68) indican que el porcentaje de créditos otorgados al sector, sobre el total, pasa de 27% en 1975 a 45,1% en 1977. La respuesta productiva también se vió favorecida por la demanda de los mercados de la Unión Sovietica, como consecuencia de que el gobierno militar rompió el bloqueo de ventas de granos alentado e impuesto por Estados Unidos al bloque de paises socialistas.


� La aplicación de esta política tenía como objetivo igualar la tasa inflacionaria interna con la externa, ajustándose esta última a la tasa de devaluación del tipo de cambio. Se fijaba un cronograma que establecia un ritmo de devaluación continuamente decreciente en el tiempo, en un contexto de continua apertura de la economía al exterior (tanto del mercado de capitales como de bienes). Ello suponía la convergencia de las tasas de interés y de inflación internas con las internacionales, una vez lograda ésta, quedaría establecido un nuevo esquema de precios relativos de la economía. La convergencia no se logró, la evolución de la tasa de interes interna fue altamente afectada por una sobretasa creciente motivada por la incertidumbre y los elevados costos de la intermediación financiera. El tipo de cambio, que estaba prefijado con una previsión inflacionaria menor a la real, se caracterizaba por una permanente subvaluación de las divisas. (Kosacoff, 1994: 7-8). Hubo una fuerte entrada de capitales, motivados por un mercado financiero de alta liquidez y altas tasa de interés, los cuales financiaban las importaciones, compensando el déficit de la cuenta corriente pero incrementando el endeudamiento con el exterior y además la inflación interna no se reducia. (Krueger, 1992: 95).


� Este trabajo de FAO  presenta una tabla con los efectos en los precios relativos de la intervención directa e indirecta en trigo, maíz, sorgo, soja, girasol y carne para la serie 1960-1985 (Ver Cuadro 2, pag 73 del citado documento)


� Estimado como la relación entre el precio doméstico en la frontera y el precio FOB (de exportación) en el puerto de Buenos Aires (Cirio y Otero, 1988: 23, Cuadro 1)


� Entre 1970-85 prosiguió la expansión de la frontera agropecuaria, tales como la Campaña al Impenetrable en la Prov. del Chaco, en el Valle Inferior del Río Negro, en el área chaco-salteño en la Prov. de Salta, (Manzanal y Rofman, 1989: 31; Rofman y Marqués, 1988: 67))  en el noroeste de la prov. de Santa Fe, en el centro-norte de Formosa


� Manzetti (1992: 613) hace referencia a un estudio del Banco Mundial, el cual demuestra que durante la primera mitad de los 80s se tranfieren desde el campo, vía impuestos, el 45% del PIB del sector rural al sector público y a otras partes de la economía.


� Fuente: Programa de asistencia técnica-MERCOSUR (1994: 11). Según la fuente el mercado argentino requiere la incorporación de 12.000 tractores por año, calculándose que el retraso actual es de 65.000 unidades. Según el Censo Nacional Agropecuario -88,se aprecia que el 25 % del parque de tractores tiene  10-14 años y el 55% con 15 años a más. (Bertolasi, 1995: 10).


� La participación del financiamiento a la producción agropecuaria sobre el total se mantuvo en alrededor del 9% entre fines de 1982 y 1991. El máximo se registra en 1982 con 2.300 mill. de u$s y el mínimo en junio/90 con sólo 780 mill. de u$s, iniciándose su recuperación a fines de 1991 con 1.800 mill. de u$s. Por su parte la actividad manufacturera desciende del 36% (9.600 mill. de u$s) al 21% a fines de 1991 (4.300 mill. de u$s). Toda esta información es para situación Normal. (Maggi, 1993: 7,38 y 39).


� Aproximadamente 80% del monto habilitado por el Programa de Crédito Global Agropecuario puesto en marcha a inicios de 1988,  correspondió a las Provincias de Buenos Aires (27,59%), Córdoba (22,58%), Santa Fé (19,64%), Entre Ríos (19,64%), La Pampa (3,86%) (Maggi, 1993: 68)


� Maggi (1993: 68) resalta sólo las siguientes líneas de créditos:


- Entre 1987 y 1988 del BIRF y Banco Nación Argentina para construcción de plantas de almacenamiento. Monto toal 45 mill. de u$s.


- En 1988 el BID (60 mill. de u$s) y el Banco Nación Argentina (67,5 mill. de u$s) para compra de maquinaria agrícola.


- A partir de 1988 el Programa de Crédito Global Agropecuario (300 mill. de u$s), que fué el único de inversión ofrecido por el sistema bancario argentino para el sector.


� En este grupo están las Ventas Anticipadas, líneas de prefinanciación de exportaciones del exportador al productor. Los propios Planes Canjes que constituye la operatoria más difundida para la adquisición de insumos (combustible, semillas o agroquímicos), contra entrega de producto a cosecha. Se estima que 20% de la superficie cultivada se siembra mediante este sistema. Es habitual que las empresas de agroquímicos y semillas ofrezcan este tipo de convenios para la compra de sus productos (Maggi, 1993: 10).


� Según Raúl Padilla, Presidente de la Cámara de Industriales Aceitero “..enl 1990 las empresas, entre ellas, Cargill, Nidera, La Plata Cereal, Deheza, comenzaron financiando las cosechas, pero ahora dan un apoyo más específico, aportando semillas, los agroquímicos o el combustible para las máquinarias. A las empresas les conviene ayudar a los productores a mejorar sus rendimientos porque es un buen negocio para ambas partes.” (Diario Clarin, Suplemento Económico. 5/11/95, pag. 4)


� El aspecto operativo del subprograma estuvo a cargo de la Junta Nacional de Granos. La relación de canje urea/trigo implicaba un subsidio al precio del insumo. (Zubiri, 1987: s.p).


� Las organizaciones gremiales Sociedad Rural Argentina (SRA) y Confederaciones Rurales Argentina (CRA) no apoyaron el PRONAGRO porque perpetuaba la intervención del Estado. Federación Agraria Argentina (FAA) y CONINAGRO lo respaldaron en general pero con reservas en algunos aspectos (Manzanetti, 1992: 613).





� Esto es consecuencia de un “pacto fiscal” con las organizaciones del sector.El Gobierno eliminaría todas las tasas de la exportación y la Sociedad Rural y Confederaciones Rurales Argentinas deberían alentar a sus socios a pagar impuestos a la propiedad y a los ingresos, como así también motivarlos para incrementar la producción (Manzetti, 1992: 615).


� Se conoce con este nombre la etapa económica del país iniciada con la Ley de Convertibilidad en Nº 23.928 (marzo- 1991).


� Parte del discurso del Secretario de Agricultura y Ganaderia de la Nación Ing. Felipe Solá en la inauguración de la Exposición Rural de la Sociedad Rural Argentina, quién además manifestó “No teníamos este ritmo de crecimiento desde los primeros años del siglo, cuando la agricultura argentina asombraba al mundo” (Diario Clarín, 11/8/96, pag. 4).


�  Alcanza el 65% en Salta y Santiago del Estero. Según productos llega al 67,2% en los productores de caña de azúcar, 48,2% en los algodoneros y 35,6% en aquellos que producen vid. (Lattuada, (1995: 37).


� La Crisis del Sector Agropecuario. Conclusiones del 82º Congreso de FAA. En: Síntesis Económica nº 38. Año 1994. Federación Agraria Argentina. Argentina.


� Manifestaciones del Subsecretario de Política Agropecuaria, Jorge Ingaramo en el Congreso Anual de la Federación Agraria Argentina 1992. (Lattuada: 1995: 40; Rofman, 1993: 142). En 1992 el trabajo del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaría (INTA) Situación de los medianos y pequeños productores rurales de la región pampeana: diagnóstico y propuestas; especifica que alrededor del 60% de las explotaciones agropecuarias pampeanas, en particular las pequeñas y medianas empresas, no tendrían viabilidad en las condiciones económicas que planteaba la coyuntura. Un trabajo posterior de Peretti, M. Reaccionar antes que sea tarde ( Revista Chacra y Campo Moderno, junio 1944),  demuestra que entre 1979 y 1983 un productor explotando 38 has agrícolas de su propiedad obtenía un ingreso mensual de 1.200 pesos, a mediados de 1994 necesitaba explotar 161 has para obtener un ingreso similar (Citas de Lattuada, 1995: 38).


� La firma BENETTON ha comprado en total 834.000 hectáreas en la Patagonía, transformandose en el primer productor de lana del país Clarin Digital 27/2/97 (INTERNET  http://www.clarin.com). LIAG ARGENTINA empresa de capitales australianos adquirió 20.000 ha en Salta, de las cuales 5.000 son de algodón. CRESUD empresas en manos de un pool extranjero maneja campos que suman 325.000 has, incluídas 43.000 de explotación agrícola (Clarin. Suplemento Económico 5/11/95 pag.4). El propietario de una empresa de Multimedios compró 43.000 has en la zona de mejores suelos de la Prov. del Chaco, con 5.000 has de algodón bajo riego (Diario La Razón. Economía y Negocios, 14/10/96. pag. 6)


� Información del Economísta Miguel Sanchez del Centro de Estudios Bonaerenses (Diario Clarin 13/10/96, pag. 22).


� Aportes de FAA para la interpretación del desempleo. En: Síntesis Agroeconómica, nº 44. Nov. 1995. FAA. Argentina.


� El propio Secretario de Agricultura de la Nación, Ing. Felipe Sola reconoce en cierto grado esta situación al manifestar “Al comercializar la cosecha se encuentran, frente a frente, un productor part time y un comprador full time. Si el primero no tiene mecanismos de defensa a mano tales como almacenaje en chacra, los warrants y la prefinanción de exportaciones, se entrega” (Diario Clarin. Suplemento Rural 14/9/96. pag. 2)


� No deja de llamar la atención que La Sociedad Rural Argentina, una de las pocas organizaciones del sector que apoya la política del gobierno haya reclamado a través de su Presidente Dn Enrique Crotto “políticas agropecuarias ante la inexistencia de las mismas” (Diario Clarin. Suplemento Rural, 14/9/96, pag. 3 y Diario La Nación. 2da. Sección, 23/9/96, pag. 18). Similar inquietud expreso la Federación Agraria Argentina, aunque en este caso consecuente con la oposición manifiesta de esta organización a la política económica del gobierno. (La crisis del sector agropecuario. Conclusiones del 82º Congreso de la FAA. Año 1994, En: Síntesis Económica, nº 38, noviembre 1994, Argentina).


� Un extenso detalle de los mismos puede verse en la publicación del Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos, Argentina en Crecimiento 1995-1999, Tomo IV-Programación  Regional y Tomo V-Programación Sectorial. Para un resumen por provincia en relación a la desregulación y privatización de empresas públicas provinciales ver: Desregulación en provincias. Estado de situación al 19/07/96 de la Subsecretaria de Asistencia a las Provincias. Ministerio del Interior (1996).


� En el caso de la Ley 20.221 los impuestos nacionales coparticipables según el Art. 1º de la Ley son:la recaudación de los impuestos nacionales a los réditos, a las ganancias eventuales, a las tierras aptas para la explotación agropecuaria, a la regularización patrimonial, a la posición neta de divisas, al parque automotor, a las ventas, a la venta de valores mobiliarios, internos, adicional a los aceites lubricantes y sustitutivo del gravamen a la transmisión gratuita de bienes (INTERNET; http://platon.mecon.ar/infoleg.htm).


� El objetivo del Fondo de Desarrollo Regional es financiar inversiones en trabajos públicos de interés provincial o regional, destinados a la formación de la infraestructura requerida para el desarrollo del país, incluyendo estudios y proyectos.


� Se entiende como brecha de desarrollo de cada provincia a la diferencia porcentual entre su nivel de desarrollo y el correspondiente al área que comprende a la Capital Federal y a la provincia de Buenos Aires. Para determinar el nivel de desarrollo de cada provincia se aplica el promedio aritmético simple de los siguientes índices: calidad de la vivienda, grado de educación de los recursos humanos, automóviles/habitante


� Por efecto de decimales la suma no totaliza 48,5


� Base de Datos Legislativa (INTERNET; http://platon.mecon.ar/infoleg.htm).


� El Fondo de Aportes del Tesoro Nacional a las Provincias se destinará a atender situaciones de emergencia y desequilibrios financieros de los gobiernos provinciales y será previsto presupuestariamente en jurisdicción del Ministerio del Interior, quien será el encargado de su asignación.


� En MEOySP (s.f. (a): 173) y MEOySP (s.f.(b): 128) indican como fecha de firma del Pacto agosto/93. En la Base de Datos Legislativa el 12 de agosto de 1992 (INTERNET; http://platon.mecon.ar/infoleg.htm).


� Base de Datos legislativa (INTERNET; http://platon.mecon.ar/infoleg.htm)


� Fuente: Programa de Asistencia Técnica-MERCOSUR (1994: 33-34).


� Se consideran hogares con Necesidades Básicas Insatisfechas aquellos que presentan al menos uno de los siguientes indicadores de privación a) hogares que tienen más de 3 personas por cuarto (hacinamiento crítico), b) hogares que habitan en una vivienda de tipo inconveniente (pieza de inquilinato, vivienda precaria), c) hogares sin retrete o éste sin descarga de agua, d) hogares con algún niño en edad escolar que no asiste a la escuela, e) hogares que tienen 4 o más personas por miembro ocupado y cuyo jefe tiene baja educación (INDEC, 1995)


� El Producto Bruto Geográfico toma en cuenta los bienes producidos y los servicios prestados en el período de un año, independientemente de que hallan sido consumidos o acumulados. La definición de geográfico responde conceptualmente al hecho de haberse considerado a todos los agentes económicos que participan de la producción dentro de las fronteras de cada provincia. Su estimación resulta de calcular la diferencia entre el Valor Bruto de la Producción (a precios de productor) y el Consumo Intermedio (a precios de comprador). En total lo componen nueve Divisiones de otros tantos sectores económicos.(CFI, 1988).


� El Art. 7º de la Ley 24130/92 prorroga la vigencia del estado de emergencia económica hasta fines de 1993. En Base de Datos Legislativa (INTERNET; http://platon.mecon.ar/infoleg.htm)


� La experiencia de Tierra del Fuego es “artificial”, con insumos importados y con demanda extra local (Rofman y Marques, 1988: 76), lo mismo podría decirse de las radicadas en La Rioja o San Luis.


� Richardson (1978: 160) indica que las preferencias locacionales asociadas a la economía de aglomeración ayudan a explicar por que los subsidios a la inversión fracasan en persuadir a las empresas a relocalizarse fuera de las regiones centrales.


� Ver nota pie 86


� Un extenso detalle puede verse en: MEOySP Argentina en crecimiento 1995-1999. s.f. (b) IV-Programación Regional. Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación. Buenos Aires. Argentina. 223 p. y  MEOySP Argentina en crecimiento 1995-1999. s.f. (c) V-Programación Sectorial. Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación. Buenos Aires. Argentina. 49 p.


� El Gobierno Nacional se compromete a la reducción de las contribuciones patronales para los sectores primarios, industria, construcción, investigaciones científicas y turismo; la eliminación del impuesto a los activos; la disminución de retenciones del Impuesto al Valor Agregado y el otorgamiento de cédulas hipotecarias rurales.  Por su parte los Gobiernos Provinciales deben eliminar el impuesto a los ingresos brutos, eliminación del impuesto a los sellos y otros impuestos específicos, terminar el proceso de privatización y la puesta en práctica de las medidas de desregulación económica a nivel provincial (MEOySP s.f. (b): 140).





� En conferencia de prensa del Presidente de la Nación en Chapadmadal se quejó de los empresarios por no responder en la medida de lo esperado con la creación de empleos. La Nación Line 20/1/97 (INTERNET; http:// www. lanacion.com/).


� Como etapas en los modelos de integración pueden citarse, a) área de arancel preferencial, que representa una reducción parcial de los aranceles para los países miembros del acuerdo; b) zona de libre comercio, la reducción de los aranceles entre los países miembros es total, aunque se mantengan aranceles diferenciados para terceros paises; c) unión aduanera, cuando en la etapa anterior se logra uniformidad de los aranceles hacia los terceros países; d) el mercado común, significa no solamente libre movimiento de mercancías al interior de los paises miembros y aranceles iguales respecto a terceros paises, sino también un libre movimiento de factores productivos al interior de los países miembros y e) unión monetaria o económica, que implicaría, además, un sólo Banco Central y moneda común entre los países miembros (GOMEZ OLIVER, 1994: 54-55).


� Este constituye un protocolo adicional al Tratado de Asunción. Para su entrada en vigencia debía tener la aprobación parlamentaria de los países miembros (SAGyP, 1995 (b): 20).


� Comienza a funcionar con arancel cero el comercio intra-regional. Los productos que no tienen arancel cero se incorporan a una Lista de Adecuación para que en un plazo de 4 o 5 años tengan dicho arancel mínimo. Se establece un Arancel Externo Común para la entrada de bienes y/o servicios a cualquiera de los países del MERCOSUR, provenientes de terceros países (Kesman, 1995: 19; SAGyP, 1995 (b): 31-35). El valor de estos aranceles varia de 0 a 20% para 8.181 posiciones arancelarias agrupadas según la Nomenclatura del Sistema Armonizado, siendo su promedio del 11%, sin considerar los bienes de capital que se iran ajustando en forma ascendente hasta alcanzar el valor máximo de 14% en el 2001 (Centro de Estudios Bonaerense, 1995; IRELA, 1996: 4-10; Chaloult y Hillcoat, 1996: 69). En el trabajo de la SAGyP (1995:(b))  puede verse el listado de los productos agropecuarios y manufacturados según los distintos regímenes (Anexos I..al VI) y de las Decisiones del Consejo del Mercado Común ( Anexo VII).


� Se han intensificados contactos para firmar acuerdos similares al de Bolivia con Perú y Venezuela (IRELA, 1996: 11).


� El Presidente Cardozo autorizó a los Estados del Norte, Centro y Nordeste a otorgar incentivos fiscales hasta el 31/12/99, con posibilidades de extenderse hasta el 2010, para la industria automotriz que se instale en esos Estados. Por parte del gobierno argentino se interpreta como competencia desleal para captar inversiones dentro del MERCOSUR. (Clarin Digital 21/3/97. INTERNET; http://www.clarin.com). Luego de ello FIAT anunció inversiones por 120 mill. de dólares en Minas Gerais, Chrysler anunció su asentamiento en el Estado de Paraná, al igual que IVECO. En esta “guerra” de exenciones la Prov. de Buenos Aires también pone en vigencia exenciones impositivas para la radicación de industrias en su territorio, que van desde 3 a 7 años para quienes se asienten en las zonas más deprimidas. (Clarin Digital 05/3/97. Promoción Bonaerense. INTERNET; http://www.clarin.com). La presión de sectores productivos brasileros afectados por la importación de carne vacuna, productos lácteos, frutas y medicamentos, ha ocasionado problemas a la entrada de estos productos desde Argentina, argumentando problemas sanitarios. (La Nación Line 28/2/97. INTERNET; http://www.lanacion.com). En marzo/97 mediante Resolución 1589 el Gobierno de Brasil resuelve que todas las importaciones deben pagarse al contado, argumenando que las empresas importaban a plazos, cobran anticipadamente la venta de lo importado en el mercado interno y colocan el dinero obtenido en el mercado financiero. Esta medida afecta a casi 3.000 millones de dólares de productos exportados desde Argentina. Sólo prevé pagos hasta de 89 días a embarques no superiores a los 40.000 dólares. (Clarin Digital. 27/3/97. INTERNET; http://www.clarin.com).


� Una enumeración de las potencialidades de algunos cultivos puede verse en SAGyP (1995 (a): 18-48); también se trata el tema en diversos artículos de la revista Novedades Económicas (IEERAL de la Fundación Mediterránea) Nºs: 174 (junio-95) y 184 (abril-96) y en Obschatko (1993) se presenta un listado de productos clasificados en base a su ventaja comparativa revelada, empleando el índice de  Bela Balassa y del CEPII.  Gargiulo (1991) analiza la competitividad agroindustrial en el marco del MERCOSUR del tabaco, naranja y sus jugos, carne de ave, hortalizas de primicia, yerba mate, productos lácteos, carne de cerdos, banana, algodón, otros cítricos, café y mandioca.


� Algunos de los trabajos que profundizan sobre los efectos favorables de la liberalización comercial agrícola mundial y en particular para los países en vías de desarrollo, como así también los efectos de la Ronda Uruguay del GATT son: Guyomard, H.; et.al. (1993), Anderson y Tyers (1990 ) y (1993), Krissoff, et.al (1989), Moreddu, et.al (1990),  Frohberg, et.al (1990). Goldein y Knudesen (1990) además tratan sobre la importancia del cambio tecnológico y la inestabilidad de precios en estas circunstancias de libre mercado y . Hernandez-Estrada (1995) agrega un análisis sobre los factores ambientales y sostenibilidad de recursos y políticas diferenciadas 


� Matthews, (1994:183). Indica que antes del Mercado Unico en 1992 había 218 barreras individuales afectando la oferta de alimentos manufacturados. De ellos 64 eran restricciones a la importación específicos de los Estados miembros, 68 eran controles sobre etiquetados y empaque, 33 sobre ingredientes específicos, 39 sobre descripción del producto y 14 sobre otras discriminaciones. Por ejemplo mataderos y plantas de procesamiento de carnes deben ser habilitados por inspectores de la Unión Europea. También puede mencionarse la prohibición a la entrada de carne vacuna procedente de EEUU por el empleo de hormonas de crecimiento (clembuterol) en la producción norteamericana (Revista Agro-Europa Nº 454). En 1990 se estimaba que 18,5% del valor de las importaciones de 22 países desarrollados estaban afectados por distintas medidas para-arancelarias y este porcentaje ascendía al 35,9% al tratarse de productos alimenticios (Iturregui y Wade; 1993: 30). En 1996 la UE presentó al gobierno japonés una lista de 180 demandas de medidas de liberalización, cuestionando principalmente las barreras de tipo sanitarias y fitosaniatarias para las frutas y flores cortadas (Revista Agro-Europa, Nº 459 del 26-2-96, pag.1).


� En la publicación del IICA (1996), pueden verse distintas opinones de diferentes dirigentes gremiales del sector agropecuario respecto al primer año del MERCOSUR.


� Calculado según datos publicados en MEOySP (1995). Informe Económico 1994. Año 4, nº12.
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